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DE LOS MECANISMOS DE CONTROL 
JURÍDICO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS
Clases de control de los actos administrativos
Según Molina Betancur46 existen controles que derivan de la iniciativa de los 
administrados y la administración; y que, a su vez, pueden ser administrativos y 
jurisdiccionales. Uno de estos controles se denominaba ‘vía gubernativa’ —hoy, 
reclamación administrativa— y puede darse por iniciativa de los administrados 
para impedir que se ejecuten actos administrativos que violen el ordenamiento 
jurídico. Una vez expedido un acto ilegal, el control busca frenar sus efectos ju-
rídicos; pero si los efectos se producen, el control pretende evitar que continúen. 
Controles administrativos
Reclamación administrativa
La reclamación administrativa como control, hace referencia a las posibilida-
des de controvertir un acto administrativo acudiendo a la administración, es lo 
que en otros escenarios legales se llamaba ‘vía gubernativa’. Corresponde al 
46 Carlos Mario Molina Betancur, “El control de la legalidad de los actos administrativos en Colombia”. Revista 
Opinión Jurídica 1, n.° 2 (2002): 59-72, http://revistas.udem.edu.co/index.php/opinion/article/view/1297/1271 
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procedimiento por medio del cual —y a través de los recursos administrativos— 
se controvierte el acto administrativo. 
Para efectos de la reclamación administrativa es esencial tener en cuenta la 
clasificación de los actos administrativos, por cuanto su aplicabilidad deviene del 
tipo de acto. La regla general estipula que los actos administrativos de carácter 
particular, reglado, definitivo, expreso y presunto sean susceptibles de reclama-
ción administrativa.
Como la reclamación administrativa es un presupuesto procesal, la adminis-
tración está obligada a manifestar en sus actos administrativos qué recursos pro-
ceden contra los mismos. Cuando dicha manifestación no se configura se hace 
aplicable el CPACA en su artículo 161, numeral 2, inciso 2: “Si las autoridades 
administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer los recursos proce-
dentes, no será exigible el requisito al que se refiere este numeral”.
Una situación que no se debe olvidar es que la reclamación administrativa 
tiene como fin controvertir los actos administrativos de índole particular y es 
precisamente para este tipo de actos que se impone el presupuesto procesal. No 
obstante, pueden presentarse casos en donde la demanda que se pretende es con-
tra un acto administrativo de naturaleza particular, pero acudiendo al medio de 
control de nulidad en aplicación de la teoría de los móviles y finalidades. En este 
último caso no se hace necesaria la reclamación administrativa, puesto que no se 
espera por parte de la sentencia un restablecimiento del derecho. Los recursos 
administrativos son: 
Recurso de reposición: pone en consideración de la autoridad administrativa 
que profirió un acto administrativo, argumentos para que lo modifique, lo revo-
que, lo aclare o lo adicione.
Recurso de apelación: pone en manos del superior inmediato de quien expi-
dió el acto administrativo, la reconsideración del mismo. Es un recurso obligato-
rio para agotar la reclamación administrativa como presupuesto procesal. 
Recurso de queja: procede cuando se rechaza el recurso de apelación y se 
interpone directamente ante el inmediato superior de quien emitió la decisión.
Frente a los recursos de reposición y apelación no debe olvidarse que el pri-
mero es de carácter facultativo y el segundo de índole obligatoria para efectos 
de acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, así lo determina el 
CPACA en su artículo 76, incisos 3 y 4. 







El Consejo de Estado47 expone de la siguiente manera los recursos que se 
interponen en contra de los actos administrativos para agotar el requisito de pro-
cedibilidad o la reclamación administrativa, cuando se pretenda la nulidad de un 
acto administrativo particular: 
Naturaleza de la reposición y la apelación. El primero es un recurso optativo pues el 
obligatorio de interponer es el de apelación. El carácter potestativo de dicho recurso 
pone en evidencia que el acto que lo decide cuando es confirmatorio tiene un carácter 
eminentemente accesorio frente al acto que es objeto del mismo, esto es, frente al 
principal. El acto administrativo principal como el que decide el recurso de apelación 
son los presupuestos básicos para que la vía gubernativa se entienda agotada en de-
bida forma, amén de que la notificación del último es la que tiene incidencia para el 
cómputo del término de caducidad, para el ejercicio oportuno de la acción.
El artículo 76 del CPACA (Ley 1437 de 201148) establece el recurso de ape-
lación en contra de un acto administrativo, como obligatorio para que pueda acu-
dirse a la demanda de nulidad del acto particular. Puede interponerse directa-
mente, o como subsidiario del de reposición y cuando proceda será obligatorio 
para acceder a la jurisdicción; mientras que los recursos de reposición y queja 
son facultativos y deben interponerse por escrito en la diligencia de notificación 
personal, o dentro de los diez días siguientes a ella, o a la notificación por avi-
so, o al vencimiento del término de publicación, según el caso. Contra los actos 
presuntos o actos fictos, no hay término para interponer recursos, excepto que se 
haya acudido ante el juez. 
Los actos individuales de los ministros, directores de departamento adminis-
trativo, superintendentes y representantes legales de las entidades descentraliza-
das, de los directores u organismos superiores de los órganos constitucionales 
autónomos, no tienen apelación. Tampoco serán apelables aquellas decisiones 
proferidas por los representantes legales y jefes superiores de las entidades y 
organismos del ámbito territorial.
47 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Sentencia 25000-23-24-
000-1998-0837-01, 6 de julio de 2001. C. P.: Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Actor: Servientrega Limitada. 
Referencia: Apelación sentencia. Expediente: 6352.
48 Colombia. Congreso de la República. Ley 1437 de 2011, 18 de enero. Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, http://www.secretariasenado.gov.co/senado/
basedoc/ley_1437_2011.html
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Revocatoria directa del acto administrativo
La Corte Constitucional49 define la revocatoria directa como un acto constitutivo, 
que contiene una decisión invalidante de otro acto previo, decisión que puede sur-
gir de oficio o a solicitud de parte, y en todo caso, con nuevas consecuencias hacia 
el futuro. La procedencia de oficio de la revocatoria directa lo cataloga como un 
mecanismo jurídico de autotutela.
La revocatoria directa según el Consejo de Estado50 es una facultad de la 
administración para revocar actos particulares, siempre y cuando se cuente con 
la aceptación expresa de la persona afectada con la misma; salvo en actos admi-
nistrativos ostensiblemente ilegales, por ejemplo, pensiones obtenidas con docu-
mentación falsa, en cuyo caso no se requiere aprobación de la persona afectada 
porque la derogatoria busca proteger el interés público. Además, el CPACA de-
termina que pueden revocarse tanto actos administrativos expresos como actos 
administrativos fictos (artículo 97). 
Los actos administrativos individuales particulares pueden revocarse por 
completo en cualquier tiempo, con el consentimiento expreso del interesado, para 
corregir equívocos y parcialmente cuando se trate de enmendar errores materiales 
que no incidan en el fondo de la decisión. Cuando un acto administrativo ocurre 
por medios ilegales o fraudulentos, la administración puede demandarlo sin acu-
dir al procedimiento previo de conciliación y debe solicitar al juez su suspensión 
provisional.
La administración tiene la facultad de retirar o modificar actos administra-
tivos que valore contrarios a derecho. Por igual consideración puede revocar la 
decisión directamente por el funcionario que produjo el acto o por su superior 
jerárquico. 
Esta figura jurídica es de aplicabilidad cerrada por cuanto advierte unas cau-
sales especiales del orden legal. De allí que la revocatoria directa proceda cuan-
do: (i) el acto se halle en manifiesta oposición a la Constitución Política o a la ley, 
49 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-835 de 2003, 23 de septiembre. M. P.: Dr. Jaime Araújo Rentería. 
Expediente: D-4515.
50 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección B. 
Radicación: 76001-23-31-000-2004-03824-02, 6 de agosto de 2015. C. P.: Dr. Gerardo Arenas Monsalve. Actor: 
Jairo Candelo Banguero. Demandado: Departamento del Valle del Cauca. Expediente: 0376-07.







(ii) el acto no esté acorde con el interés público o social, o atente contra él y (iii) 
el acto cause agravio injustificado a una persona (artículo 93, CPACA). 
El análisis que arroja el estudio de las causales legales de la revocatoria di-
recta permite crear dos grupos. El primero se conforma por la causal aplicable 
para el acto administrativo que se opone a la Constitución Política o a la ley. El 
segundo por las causales que se asocian con el interés público o social y agravio 
injustificado a una persona. El primer grupo corresponde a un control del orden 
jurídico mientras que el segundo a uno del orden político. 
Los actos administrativos expedidos en clara oposición a la Constitución 
Política o la ley, no pueden revocarse en forma directa por solicitud del interesado 
cuando este haya interpuesto los recursos de que dichos actos sean susceptibles, 
ni en relación con los cuales haya operado la caducidad para su control judicial 
(artículo 94, CPACA).
La revocatoria directa es entonces un mecanismo de autotutela por medio del 
cual por vía administrativa se puede reformar o extinguir los efectos de un acto ad-
ministrativo sin tener en cuenta su clasificación. Según la Corte Constitucional51 
el legislador dotó a la administración de estas potestades, a fin de que “corrija los 
errores u omisiones en que esta hubiere incurrido en la toma de sus decisiones”. 
En el caso de la revocatoria directa como modalidad de contradicción, para la 
Corte Constitucional52 “es un recurso extraordinario administrativo, nítidamente 
incompatible con la vía gubernativa”, cuando estaba en vigencia el Decreto 01 
de 1984, pero que en la actualidad con la Ley 1437 de 2011 solo es procedente 
cuando se solicite dentro del término de caducidad del medio de control judicial 
y no se haya interpuesto recursos cuando se alega la causal de oposición consti-
tucional o legal. 
Una diferencia entre la reclamación administrativa y la revocatoria directa 
es que la primera es de una vía: solo puede implementarse con la solicitud de 
recursos administrativos, mientras que la segunda es de doble vía en tanto que 
puede ponerse en marcha por solicitud del administrado como por decisión de la 
administración. Además, este instrumento es procedente contra cualquier clase de 
51 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-060 de 2005, 1 de febrero. M. P.: Dr. Jaime Araújo Rentería. 
Expediente: D-5271.
52 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-835 de 2003, 23 de septiembre. M. P.: Dr. Jaime Araújo Rentería. 
Expediente: D-4515.
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acto administrativo, de allí lo que lo distingue de la reclamación administrativa 
en la que se hace determinante fijar la clase de acto administrativo para verificar 
si proceden los recursos administrativos. 
No es lo mismo contar los términos en la revocatoria directa frente a la causal 
1ª con relación a la 2ª y 3ª, del artículo 93 del CPACA, pues los medios de control 
de nulidad operan para la primera, desde su ejecutoria, mientras que para las otras 
causales no se impone esta regla. 
Para solicitar la revocatoria directa de un acto administrativo, el interesado 
debe reparar en que la procedencia de este depende de: (i) si la causal invocada 
se opone a la Constitución o la ley, (ii) que no se haya interpuesto los recursos 
que procedían contra ese acto y (iii) que no haya operado la caducidad para su 
control judicial. 
Aquí un punto de importancia para el debate jurídico. ¿El medio de control 
de nulidad al no contar con un término de caducidad permitiría el uso de la re-
vocatoria directa en cualquier tiempo? Sobre este interrogante piénsese que la 
Corte Constitucional53 cuando desarrolló la teoría de los móviles y finalidades 
soportó su fallo analizando el derecho de acceso a la administración de justicia, 
por tal razón, cuando un administrado decida solicitar la revocatoria directa de 
un acto administrativo que en principio, estaba sometido al término de caducidad 
del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho correspondiente 
a cuatro meses, no le impide que después de ese término de caducidad, pueda 
acudir a la revocatoria directa en aras de conservar el ordenamiento jurídico, en 
tanto que el medio de control que aquí procedería es el de nulidad, que no tiene 
fecha de caducidad. 
La revocatoria directa de los actos administrativos procede, aun si se ha acu-
dido ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, siempre que no se 
haya notificado auto admisorio de la demanda (artículo 95, CPACA). Sin embar-
go, cuando se trata de procesos judiciales, las autoridades demandadas pueden 
formular oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados previa 
aprobación del Comité de Conciliación de la entidad hasta antes de que se pro-
fiera sentencia de segunda instancia, de oficio o a petición del interesado o del 
Ministerio Público. Con la oferta se señalan los actos y las decisiones objeto de 
53 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-426 de 2002, 29 de mayo. M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Expediente: D-3798.







la misma, y la forma en que se propone restablecer el derecho conculcado o re-
parar los perjuicios causados con los actos demandados. Contra la decisión que 
resuelve la solicitud de revocación directa no procede recurso. El juez valora 
la legalidad de la oferta y da traslado al demandante, quien debe expresar si la 
acepta en el término que se le indique para tal efecto, evento en el cual el proce-
so se dará por finalizado mediante auto que prestará mérito ejecutivo, en el que 
se especificarán las obligaciones que la autoridad demandada deberá cumplir a 
partir de su ejecutoria.
Ni la petición de revocación de un acto, ni la decisión que sobre ella recaiga 
revivirán los términos legales para demandar el acto ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, ni darán lugar a la aplicación del silencio administra-
tivo (véase artículo 96, Ley 1437 de 2011). 
En materia de contratación estatal se ha considerado la teoría de los actos 
separables, lo cual resulta en distinguir los actos contractuales de los precontrac-
tuales. Sobre este aspecto nótese la capacidad jurídica que tiene la administración 
para revocar actos administrativos. Al respecto, uno de esos actos administrativos 
es el de apertura del proceso contractual, que estima el Consejo de Estado54 como 
probable objeto de revocatoria directa sin el consentimiento de los posibles afec-
tados hasta antes de la presentación de ofertas. Situación diferente correspondería 
en el caso en donde existiendo el acto administrativo de apertura se contara con 
la presentación de ofertas, en cuyo caso debe solicitarse autorización de los inte-
resados para efectos de la revocatoria de dicho acto. 
Controles jurisdiccionales
Los controles jurisdiccionales están en cabeza de los administrados y la adminis-
tración. Los administrados cuentan con los medios de control de nulidad, nulidad 
por inconstitucionalidad, nulidad y restablecimiento del derecho y reparación di-
recta; y la administración con la reparación directa cuando resulte perjudicada 
por la actuación de un particular o de otra entidad. También, cuando es condena-
da para efectos de acudir a la acción de repetición. A estos controles se suma la 
posibilidad por parte de la administración de demandar por nulidad sus propios 
54 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. Radicación: 
76001-23-31-000-1998-01093-01, 26 de noviembre de 2015. C. P.: Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera. Actores: 
Consorcio Aguas del Pacífico y otros. Demandado: Municipio de Buenaventura. Expediente: 31.297.
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actos administrativos. De allí que pueda afirmarse que tanto la administración 
como el administrado pueden estar legitimados en la causa por activa frente a las 
demandas contra actos administrativos. 
Medios de control de los actos administrativos
Dentro de los medios de control de los actos administrativos están: el control in-
mediato de legalidad, la nulidad, la nulidad y el restablecimiento del derecho, la 
nulidad electoral, la reparación directa, las controversias contractuales, de repeti-
ción, pérdida de investidura, protección de derechos colectivos, reparación de los 
perjuicios causados a un grupo, cumplimiento de actos administrativos, nulidad 
de cartas de naturaleza y de las resoluciones de autorización de inscripción y el 
control por vía de excepción. Y para los actos de carácter general, especialmente, 
la nulidad por inconstitucionalidad y el control inmediato de legalidad.
Control inmediato de legalidad
Este medio de control (artículo 136, CPACA) obliga a las autoridades que emiten 
actos administrativos en ejercicio de la función administrativa y como desarrollo 
de decretos legislativos durante los Estados de excepción, a remitirlos a la juris-
dicción de lo contencioso administrativo del lugar donde se expiden (cuando se 
trate de entidades territoriales) o al Consejo de Estado (cuando se trate de enti-
dades nacionales), dentro de las 48 horas siguientes a su expedición. También 
otorga facultad a la autoridad judicial, para aprehender de oficio el conocimiento 
de esos actos, si no les son puestos en su conocimiento por la autoridad respectiva 
dentro de las 48 horas siguientes a su expedición. 
Nulidad
El medio de control de nulidad tiene como propósito el mantenimiento y conser-
vación del ordenamiento jurídico según un juicio de legalidad que se realiza so-
bre el acto administrativo en relación con normas jurídicas de jerarquía superior. 
Como regla, procede la nulidad contra actos administrativos de carácter general 
y excepcionalmente, contra actos de naturaleza particular. 







Sobre la posibilidad de demandar la nulidad de un acto administrativo de 
índole particular y concreto sin el restablecimiento del derecho, es menester re-
cordar la teoría de los motivos y finalidades del Consejo de Estado55 que reitera y 
revisa en varias providencias la Corte Constitucional56 al decidir la exequibilidad 
del artículo 84 del Decreto 01 de 1984, determinando que la misma era viable 
“siempre y cuando se entienda que la acción de nulidad también procede contra 
los actos de contenido particular y concreto, cuando la pretensión es exclusiva-
mente el control de la legalidad en abstracto del acto (…)”. 
En esa oportunidad, la Corte Constitucional aclaró que la aplicación en la 
acción de simple nulidad de la doctrina de “los motivos y finalidades” por parte 
del Consejo de Estado, era restrictiva pues permitía controvertir por anulación 
los actos administrativos de contenido general, pero fuera de estos solo facultaba 
la anulación de los actos de contenido particular y concreto que expresamente 
indicara la ley o que tuvieran trascendencia social o un interés para la comunidad; 
dejando así de lado la mayoría de los actos administrativos de contenido particu-
lar, los cuales solo podían anularse por acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho. 
Al decidir la exequibilidad del artículo 137 del CPACA, la Corte 
Constitucional57 hace recuento histórico de los medios de control de los actos 
administrativos desde la acción de nulidad y la acción privada (Ley 130 de 1913 
“sobre la jurisdicción de lo contencioso-administrativo”), a las acciones de simple 
nulidad y plena jurisdicción (Ley 167 de 1941 “sobre organización de la jurisdic-
ción contencioso-administrativa”); y de ellas a las de nulidad simple y restable-
cimiento del derecho (Decreto 01 de 1984 Código Contencioso Administrativo); 
para arribar a los medios actuales de control de los actos administrativos 
55 Colombia. Consejo de Estado. Providencias: Autos Sección Primera, 1 de julio y 4 de noviembre de 1999. C. 
P.: Dr. Manuel Santiago Urueta Ayola. Expedientes: 5444 y 5372; Auto Sección Segunda, 1 de junio de 2000. C. 
P.: Dra. Ana Margarita Olaya Forero. Expediente: 2220-99; Auto Sección Primera, 30 de marzo de 2000. C. P.: Dr. 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Expediente: 6053; Auto Sección Primera, 27 de septiembre de 2001. C. P.: Dra. 
Olga Inés Navarrete Barrero. Expediente: 17001-23-31-000-2000-1038-01; Auto Sección Primera, 14 de febrero de 
2002. C. P.: Dra. Olga Inés Navarrete Barrero. Expediente: 6581; Auto Sección Cuarta, 12 de abril de 2002. C. P.: 
Dra. Ligia López Díaz. Expediente: 12627.
56 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-426 de 2002, 29 de mayo. M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Expediente: D-3798.
57 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-259 de 2015, 6 de mayo. M. P.: Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
Expediente: D-10453.
44





(Ley 1437 de 2011, título III, CPACA); concluyendo que la nulidad simple, que 
se consigna en el artículo 137 del CPACA, tenía como objetivo mantener el orde-
namiento jurídico a través de un juicio de legalidad entre un acto administrativo 
y la ley en sentido formal o material y gracias a este medio de control cualquier 
persona (natural o jurídica) podía solicitar la nulidad de los actos administrativos 
de carácter general cuando considerara que los mismos fueron expedidos: (i) con 
infracción de las normas en que deberían fundarse, (ii) sin competencia, (iii) en 
forma irregular, (iv) con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, 
(v) mediante falsa motivación, (vi) con desviación de las atribuciones propias de 
quien los profirió; o bien (vii) cuando se tratara de circulares de servicio o de ac-
tos de certificación y registro. Pero, también es viable aplicar excepcionalmente 
la nulidad simple de actos administrativos de contenido particular: 
Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere 
no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del de-
mandante o de un tercero.
Cuando se trate de recuperar bienes de uso público.
Cuando los efectos nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden 
público, político, económico, social o ecológico.
Cuando la ley lo consagre expresamente.
No obstante, cuando de la demanda se busque el restablecimiento automático 
de un derecho, debe tramitarse como nulidad y restablecimiento del derecho.
Es así como la teoría de los móviles y finalidades —originada en vigencia de 
la Ley 167 de 1941 por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 
Estado, el 10 de agosto de 1961, con ponencia del magistrado Carlos Gustavo 
Arrieta— varió su posición jurisprudencial y estimó que la procedencia de las 
acciones contencioso-administrativas no dependía ya de la naturaleza o conteni-
do del acto impugnado, sino de los móviles y finalidades señalados en la ley para 
cada una de tales acciones. 
Las consideraciones expuestas fueron: (i) los móviles y finalidades son los 
que determinan la acción. (ii) Tanto la acción de nulidad simple como la de plena 
jurisdicción, defienden la legalidad y la tutela del orden jurídico abstracto. (iii) 
No obstante, si se trata de un acto de contenido particular y la declaratoria de nuli-
dad implica el restablecimiento del derecho de manera automática, no procede la 







acción de simple nulidad contra ese acto, salvo que se intente dentro de los cuatro 
meses siguientes a su expedición. (iv) Si se procura la protección de derechos 
particulares, la acción es la de plena jurisdicción. (v) Los móviles y finalidades 
del acto deben estar en consonancia con los móviles y finalidades que las normas 
asignan a la acción.
En 1996 el Consejo de Estado58 unificó los criterios de interpretación de la 
teoría de los motivos y las finalidades, concluyendo que: la acción de nulidad pro-
cedía excepcionalmente contra los actos administrativos de carácter particular, 
(i) cuando de forma expresa lo indicara la ley y (ii) en los casos en que los actos 
particulares trascendieran el objetivo personal e interesaran a toda la sociedad, al 
comprometer el orden social, político o económico del país. En las demás situa-
ciones, la acción de nulidad simple no sería procedente respecto de actos particu-
lares, por lo que la pertinente sería la de nulidad y restablecimiento del derecho, 
dentro del plazo de los cuatro meses siguientes al de su notificación. 
Sin embargo, el Consejo de Estado59 mantuvo su posición a pesar de que, en 
2002, la Corte Constitucional60 declaró exequible de manera condicionada el artí-
culo 84 del Código Contencioso Administrativo, “siempre y cuando se entienda 
que la acción de nulidad también procede contra los actos de contenido particular y 
concreto, cuando la pretensión es exclusivamente el control de la legalidad en abs-
tracto del acto, en los términos de la parte motiva de esta Sentencia”. Las razones 
expuestas para desacatar la Sentencia C-426 de 2002 de la Corte Constitucional, 
fueron inconsistencias prácticas que supuestamente esa sentencia generaba, por lo 
cual se reafirmaba la doctrina consagrada en el fallo de octubre de 1996, sobre los 
móviles y finalidades. Estos son los argumentos que se invocaron: 
VI. 5. 1. La decisión de la Corte desconoce el carácter de orden público de las nor-
mas procesales. Sea lo primero observar que la decisión que se analiza desconoce el 
58 Colombia. Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia: S-404-1996, 29 de oc-
tubre. C. P.: Dr. Daniel Suárez Hernández. Actores: Jesús Pérez González y otros. Demandado: Nación-Ministerio 
de Hacienda.
59 Colombia. Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Radicación: 11001-03-24-000-
1999-05683-02, 4 de marzo de 2003. C. P.: Dr. Manuel Santiago Urueta Ayola. Actor: Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca. Demandado: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. Acción de nulidad y de nuli-
dad y restablecimiento del derecho. Expediente: IJ-030. 
60 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-426 de 2002, 29 de mayo. M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Expediente: D-3798.
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carácter de orden público de las normas procesales, al permitirle al actor escoger a 
voluntad el juez de conocimiento de su causa, alterando así las reglas de competen-
cia. En efecto, al transmutar, a voluntad, la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho en acción de simple nulidad, por no pedir expresamente el restablecimien-
to del derecho, la Corte Constitucional permite que el actor convierta los asuntos 
contencioso administrativos de dos instancias en procesos de única instancia ante el 
Consejo de Estado, al no fijar en la demanda una cuantía en las pretensiones y afirmar 
que actúa en aras de preservar la legalidad abstracta. De una pincelada queda borra-
do el capítulo sobre distribución de competencias entre el Consejo de Estado y los 
tribunales administrativos de departamento. De manera que a partir de la fecha, si se 
siguiera el criterio recomendado por la Corte, los asuntos del orden nacional que en 
acción de nulidad y restablecimiento del derecho son de conocimiento de los tribuna-
les en primera instancia quedan convertidos en asuntos sin cuantía, de conocimiento 
del Consejo de Estado, en única instancia.
VI. 5. 2. La decisión comentada institucionaliza la vía de hecho. Al afirmar la provi-
dencia “…que cuando se demanda por vía de la acción de simple nulidad un acto de 
contenido particular y concreto o reconoce un derecho subjetivo, pese a que el mismo 
haya sido declarado nulo en la respectiva sentencia, el juez de la causa está obligado 
a mantener intangible el derecho en cuestión ya que… el pronunciamiento judicial en 
estos casos es única y exclusivamente de legalidad en abstracto”, la Corte consagra 
la vía de hecho como generadora de derecho, pues es sabido que la actuación de la 
administración tiene como respaldo el acto administrativo, que se presume legal, de 
manera que si la situación creada queda sin el respaldo jurídico del acto que la crea 
o modifica, dicha situación se convierte en vía de hecho, con carácter intangible, en 
criterio de la Corte.
VI. 5. 3. La decisión de la Corte acaba con la figura del decaimiento administrativo. 
De acuerdo con el ordinal 2º del artículo 66 del C. C. A., los actos administrativos 
perderán su fuerza ejecutoria “cuando desaparezcan sus fundamentos de hecho o de 
derecho”, norma que queda modificada por la sentencia que se comenta, pues a pe-
sar de que se haya declarado la nulidad del acto que le sirve de fundamento, el juez 
está obligado a mantener intangible la situación que de allí nace. Esa interpretación 
conduciría, a manera de ejemplo, a situaciones absurdas, como aquélla en donde se 
decreta la nulidad del acto de reconocimiento de una pensión manifiestamente ilegal, 
pero subsiste la obligación del Estado, a pesar de que no haya sustento jurídico, de 
seguir reconociendo los derechos que allí se generaron.
VI. 5. 4. La decisión de la Corte borra del derecho procesal administrativo la noción 
de legitimación de la parte demandante. El fundamento jurídico de situaciones crea-
das por actos administrativos particulares podría, de coincidir la jurisprudencia del 







Consejo de Estado con el criterio expuesto por la Corte, ser discutido en cualquier 
tiempo, por los interesados o por terceros que nada tienen que ver con el asunto 
planteado, introduciendo así un peligroso elemento de inseguridad jurídica. Piénsese, 
nada más, en la posibilidad de controvertir, en cualquier tiempo, la legalidad de li-
cencias o permisos otorgados a las empresas de transporte terrestre o de servicio 
aéreo, la de actos que sirven de fundamento a la inversión extranjera, o las sanciones 
impuestas en materia tributaria o aduanera, o en materia disciplinaria, o los actos 
administrativos que reconocen prestaciones sociales. Sería el retorno permanente de 
la litigiosidad en los tribunales en asuntos ya definidos, con una carga profunda de 
inseguridad jurídica en las relaciones sociales.
VI. 5. 5. La decisión de la Corte elimina el término de caducidad de la acción. Como 
es sabido, el restablecimiento del derecho, que puede ser automático, debe ser so-
licitado a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro del 
término de caducidad de la acción, que es precisamente uno de los elementos que la 
distingue de la acción de simple nulidad. De acuerdo con el criterio de la Corte, a 
pesar de que comporte restablecimiento automático del derecho, podrá intentarse la 
acción de nulidad en cualquier tiempo.
VI. 5. 6. La decisión de la Corte desnaturaliza el procedimiento de la vía gubernativa. 
Para ocurrir ante lo contencioso administrativo, cuando se trata de actos particula-
res es necesario el cumplimiento del presupuesto procesal de agotamiento de la vía 
gubernativa, con el objeto de que la Administración conozca los motivos de disenti-
miento del interesado, lo que no sucede en el ejercicio de la acción de simple nulidad, 
caso en el cual se demanda directamente ante la jurisdicción. Dado que se podría 
demandar un acto particular a través de cualquiera de las dos acciones, cuando ello se 
haga a través de la acción de simple nulidad, dicho agotamiento no sería necesario, en 
tanto que si demanda el interesado, dentro del término de ley, éste tendría que haber 
agotado previamente la vía gubernativa.
VI. 5. 7. La decisión de la Corte escinde en dos la acción de nulidad y restablecimien-
to del derecho. Dice la decisión comentada que un acto particular puede ser deman-
dado a través de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, o de simple 
nulidad, escindiendo así la primera de dichas acciones, con el olvido de que el mismo 
legislador quiso que en unos casos, cuando se pide el restablecimiento del derecho, la 
nulidad del acto que le sirve de soporte a esos derechos debe ser buscado a través del 
procedimiento especial de la acción subjetiva. Y así debe ser porque los actos de con-
tenido particular son los que pueden generar vulneración del derecho subjetivo, que 
servirá luego para solicitar su restablecimiento, si el acto que le sirve de fundamento 
está viciado de nulidad; más, no cuando se trata de actos de contenido general, que, 
como es sabido, no causan esa vulneración sino que crean cargas públicas, que los 
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ciudadanos deben soportar como el precio de vivir en sociedad, a menos que dichas 
cargas constituyan un sacrificio especial que deba ser colectivizado.
VI. 5. 8. La decisión de la Corte confunde los intereses público y privado. La obser-
vancia de las normas procesales es de interés público, trátese de cualquiera de las 
acciones reguladas en el Código Contencioso Administrativo. Estas constituyen los 
caminos que el ordenamiento ha previsto para acceder a la administración de justicia, 
cada uno de los cuales tiene su propia especificidad, sin que la obligación que tiene 
el actor de escoger uno u otro implique la prevalencia del interés privado sobre el pú-
blico, o viceversa. Cuando esa especificidad no se respeta, se introduce un indeseable 
elemento de desorden que afecta la seguridad jurídica.
VI. 5. 9. La decisión de la Corte desconoce las normas legales sobre nulidad contra 
actos administrativos de contenido particular. Las normas jurídicas que regulan la 
procedencia de la acción de simple nulidad contra actos de contenido particular fue-
ron desconocidas por la decisión de la Corte, al volverlas ineficaces, si se aplica el 
criterio de que cualquier acto particular puede ser demandado en acción de simple 
nulidad. No se entendería para qué el legislador hizo esas previsiones, si a través de 
la acción de simple nulidad también puede controvertirse la legalidad del acto que 
sirve de fundamento a la situación jurídica individual.
VI. 5. 10. La decisión de la Corte pretende reformar la Constitución Política al crear 
la acción de inexequibilidad contra la jurisprudencia de los jueces. El ordenamiento 
constitucional es claro en el sentido de que la Corte Constitucional tiene una com-
petencia limitada al declarar la exequibilidad o inexequibilidad de una ley, o de un 
decreto con fuerza de ley, a través de la acción del mismo nombre. Única y exclu-
sivamente hasta allí llega su competencia, la cual debe ser ejercida dentro de los 
“estrictos y precisos términos” establecidos en la Constitución y ésta no ha previsto 
acciones de órgano estatal alguno contra la jurisprudencia de los tribunales, pues una 
posición distinta no tendría en cuenta las atribuciones asignadas por la Carta Política 
a las distintas ramas del Poder Público.
El rechazo de varias demandas en la jurisdicción de lo contencioso adminis-
trativo, que citaban la Sentencia C-426 de 2002, permitió a la Corte Constitucional 
proferir la Sentencia T-836 de 2004, para tutelar el respeto al debido proceso in-
vocado por un peticionario, que alegaba “vía de hecho” del Consejo de Estado 
por negarse a aplicar la jurisprudencia contenida en la Sentencia C-426 de 2002. 
Esta tutela generó un nuevo pronunciamiento de la Sala Plena del Consejo de 
Estado, mediante Auto del 30 de enero de 2004 que reafirma las consideraciones 
de la Sentencia 5683 de 2003 del mismo tribunal. 







La interpretación de la acción de simple nulidad en el Consejo de Estado y 
la Corte Constitucional en la definición del alcance concreto del mecanismo de 
nulidad simple la armonizó el legislador con la expedición del artículo 137 de la 
Ley 1437 de 2011. 
Nulidad y restablecimiento del derecho
Este medio de control se registra en el artículo 138 del CPACA, a favor de toda 
persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma 
jurídica, para pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, 
expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también para que se le repare 
el daño, como consecuencia de la configuración de las causales de nulidad (véase 
artículo 137 del CPACA). 
Según la Corte Constitucional61, en concordancia con las causales a las que 
remite la norma en referencia, el acto administrativo se puede confrontar por: 
(i) la infracción de las normas en las que debió fundarse; (ii) la emisión del acto 
por una autoridad que carecía de competencia para el efecto; (iii) la expedición 
irregular; (iv) el desconocimiento del derecho de audiencia y defensa; (v) la falsa 
motivación y (vi) la desviación de las atribuciones propias de quien lo profirió. 
Frente a las características de la nulidad y restablecimiento del derecho, la 
Corte Constitucional62 de acuerdo con la normatividad anterior (numeral 2° del 
artículo 136 del Código Contencioso Administrativo), instituyó las siguientes 
reglas: (i) esta se ejerce no solo para garantizar la legalidad en abstracto, sino 
también para obtener el reconocimiento de una situación jurídica particular y la 
adopción de las medidas adecuadas para su pleno restablecimiento o reparación. 
(ii) A diferencia de la acción de nulidad, la misma solo puede ejercerse por quien 
demuestre interés, esto es, por quien se sienta afectado en un derecho suyo ampa-
rado por un precepto legal. (iii) Igualmente, tal y como se deduce de lo dispuesto 
en el numeral 2° del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, esta 
acción tiene un término de caducidad de cuatro meses, salvo que la parte deman-
dante sea una entidad pública, pues en ese caso la caducidad es de dos años.
61 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia SU-498 de 2016, 14 de septiembre. M. P.: Dra. Gloria Stella Ortiz 
Delgado. Expediente: T-5.490.721.
62 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-426 de 2002, 29 de mayo. M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Expediente: D-3798.
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La finalidad del medio de control, la legitimación en la causa y la fijación de 
un término para incoarlo como rasgos definitorios del mecanismo se han mante-
nido a través de su regulación legal. Frente al término la Corte Constitucional63 
declara que la caducidad es: 
(…) una institución jurídico procesal a través de [la] cual, el legislador, en uso de su 
potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el derecho que tiene toda 
persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida justicia. 
Su fundamento se halla en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener 
seguridad jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico. En esta medida, 
la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que por el contrario apunta a la 
protección de un interés general. La caducidad impide el ejercicio de la acción, por lo 
cual, cuando se ha configurado no puede iniciarse válidamente el proceso.
Esta es una figura de orden público lo que explica su carácter irrenunciable, y la posi-
bilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique su ocurrencia.
La nulidad y restablecimiento del derecho, como medio de control permite in-
vocar la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del 
derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación 
del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda 
se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro meses siguientes al acto de 
oponibilidad. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto 
general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel. 
El medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho tiene como 
objetivo mantener el ordenamiento jurídico y la declaración de daños causados 
como consecuencia de la expedición de un acto administrativo, en este caso, de 
naturaleza general. Dichos daños pueden materializarse aun después de los cuatro 
meses de caducidad que establece la ley (Ley 1437 de 2011, artículo 138) para 
demandar el acto administrativo de carácter general por nulidad y restablecimien-
to del derecho, lo cual se estima violatorio del régimen de reparación estatal, 
puesto que no se debió haber partido de la fecha de publicación sino de la fecha 
en la que se generó el daño. 
63 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-832 de 2001, 8 de agosto. M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Expediente: D-3388.







Además, el CPACA64 juzga viable la nulidad y el restablecimiento del dere-
cho frente a los actos administrativos presuntos o silencios administrativos, lo 
que implica tenerlos en cuenta para efectos de la caducidad, pues para este tipo de 
actos se tiene como oportunidad para presentar la demanda en cualquier tiempo 
(artículo 164, CPACA). Como regla general hay un plazo de cuatro meses desde 
la eficacia del acto administrativo. No obstante, existen casos especiales como el 
de los actos administrativos de adjudicación de baldíos en donde se debe tener 
como fin de vigencia el de dos años. El artículo 164 del CPACA dispone los tér-
minos de caducidad, entre los cuales citamos los que aparecen en la tabla 2. 
Tabla 2. Oportunidad y términos de caducidad
Medio de control u objeto Momento Tiempo
Nulidad Cualquier tiempo Indefinido
Con bienes estatales impres-
criptibles e inajenables Cualquier tiempo Indefinido
Actos sobre prestaciones 
periódicas Cualquier tiempo Indefinido
Actos administrativos 
presuntos Cualquier tiempo Indefinido
Cumplimiento de normas 
con fuerza material de ley o 
actos administrativos
Cualquier tiempo Indefinido
Nulidad de acto electoral
Desde el día siguiente a la audiencia 
pública de elección y en los demás 
casos desde el día siguiente a la 
publicación del nombramiento. Si 
requiere confirmación a partír del 
día siguiente.
30 días
Nulidad de las cartas de na-
turaleza y de las resoluciones 
de autorización de inscrip-
ción de nacionales
Desde la fecha de su expedición 10 años
Nulidad o nulidad y restable-
cimiento del derecho de los 
actos previos a la celebración 
del contrato
Desde la comunicación, notifica-
ción, ejecución o publicación del 
acto administrativo
4 meses
64 Colombia. Congreso de la República. Ley 1437 de 2011, 18 de enero. Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Diario Oficial 47956, http://www.secretariasenado.
gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011.html
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Medio de control u objeto Momento Tiempo
Nulidad y restablecimiento 
del derecho
Desde el día siguiente al de la 
comunicación, notificación, 
ejecución o publicación del acto 
administrativo
4 meses
Nulidad y nulidad y resta-
blecimiento del derecho de 
los actos administrativos de 
adjudicación de baldíos
Desde la ejecutoria del acto admi-
nistrativo o publicación en el Diario 
Oficial. Para los terceros, el término 
para demandar se contará a partir 
del día siguiente de la inscripción 
del acto en la respectiva oficina de 
instrumentos públicos
2 años
Actos de extinción del domi-
nio agrario
Desde su ejecutoria. Para los terce-
ros, el término de caducidad es de 
treinta días desde la inscripción del 
acto en la oficina de instrumentos 
públicos
15 días
Expropiación de un inmue-
ble agrario
Desde el día siguiente al de la ejecu-
toria del acto administrativo que 
ordene adelantar dicha actuación
2 meses 
Declaratoria de responsa-
bilidad y reconocimiento y 
pago de indemnización de 
los perjuicios causados a un 
grupo
Fecha en que se causó el daño 2 años
Daño causado al grupo 
proveniente de un acto 
administrativo
Desde el día siguiente al de la 
comunicación, notificación, 




Desde el día siguiente al de la 
ocurrencia de la acción u omisión 
causante del daño, o cuando el 
demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo
2 años
Reparación directa derivada 
del delito de desaparición 
forzada
Desde la fecha en que aparezca la 
víctima o en su defecto desde la eje-
cutoria del fallo definitivo adoptado 
en el proceso penal, sin perjuicio de 
que la demanda con tal pretensión 
pueda intentarse desde el momento 
en que ocurrieron los hechos que 
dieron lugar a la desaparición
2 años
Contratos
Desde el día siguiente a la ocurren-
cia de los motivos de hecho o de de-
recho que les sirvan de fundamento
2 años
Nulidad relativa de contratos Desde el día siguiente al de su perfeccionamiento 2 años







Medio de control u objeto Momento Tiempo
Nulidad absoluta
Desde el día siguiente al de su 
perfeccionamiento o durante la 
vigencia del contrato
2 años o durante su 
vigencia
Ejecución con títulos Desde su exigibilidad 5 años
Repetición Desde la fecha de pago o venci-miento para pago 2 años
Fuente: elaboración propia.
El numeral 1º del artículo 164 del CPACA65 establece como regla excepcional 
de no tener término de caducidad para aquellos casos en donde se enjuicien actos 
que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas y para 
aquellos casos en donde haya operado el silencio administrativo. Con todo, el 
Consejo de Estado66 dicta que cuando hay un acto de desvinculación del servicio, 
las prestaciones dejan de ser periódicas, por cuanto hay un acto de reconocimien-
to que finiquita la relación laboral. Sobre este particular sostiene:
En lo que respecta a que se trata de una reclamación de prestaciones periódicas, la 
Sala debe precisar que, en efecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido en-
fática en señalar que no opera el fenómeno de la caducidad para demandar los actos 
que reconozcan o nieguen las mismas; sin embargo, al producirse la desvinculación 
del servicio, se hace un reconocimiento de prestaciones definitivas y, en tal medida, 
las prestaciones o reconocimientos salariales que periódicamente se reconocían y 
pagaban, bien sea mensual, trimestral, semestral, anual o quinquenalmente, dejan 
de tener el carácter de periódicos, pues ya se ha expedido un acto de reconocimiento 
definitivo, al momento de finiquitar la relación laboral.
Según la Corte Constitucional67 la nulidad en defensa de la legalidad puede 
ser interpuesta en cualquier tiempo, mientras que la nulidad y restablecimiento 
del derecho busca no solo velar por la supremacía del ordenamiento jurídico su-
perior sino también proteger los derechos subjetivos de los asociados, lesionados 
65 Ibid.
66 Colombia. Consejo de Estado. Sección Segunda. Sentencia 17001-23-33-000-2013-00053-01, 19 de enero 
de 2015. C. P.: Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren. Actor: Roberth Hitler Villamizar Serrano. Demandado: 
Ministerio de Defensa-Policía Nacional. Expediente: 4434-13.
67 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-199 de 1997, 17 de abril. M. P.: Dr. Hernando Herrera Vergara. 
Expediente: D-1471.
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por el acto administrativo contrario a la Constitución Política, a la ley o al orden 
jurídico a que está sujeto y, por tanto, tiene un fin determinado. 
La nulidad y restablecimiento del derecho como medio de control judicial 
de los actos de carácter particular y concreto proferidos por la administración, 
de acuerdo con la Corte Constitucional68, pretende desvirtuar la presunción de 
legalidad que cobija al acto administrativo y obtener la consecuente indemniza-
ción de los perjuicios que el acto haya podido causar durante el tiempo en el que 
permaneció en vigor. 
Acción de lesividad
La acción de lesividad tiene como génesis la doctrina española, que llamaba así 
al ejercicio de los medios de control de nulidad y nulidad y restablecimiento del 
derecho por parte de una entidad pública cuando esta demanda su propio acto 
ante la imposibilidad de ejercer la revocatoria directa. El Consejo de Estado69 se 
refirió al tema así:
La jurisprudencia en una comprensión integral del tema ha señalado cómo la 
Administración cuando advierte que expidió un acto administrativo particular que 
otorgó derechos a particulares puede discutir su legalidad ante el juez administrativo; 
se constituye pues en demandante de su propio acto, posición procesal que la doctrina 
española ha calificado como la acción de lesividad, la cual conforma un proceso ad-
ministrativo especial, entablado por la propia Administración en demanda de que se 
anule un acto administrativo que declaró derechos a favor de un particular, pero que 
es, además de ilegal, lesivo a los intereses de la Administración, vía en que la carga 
de la prueba de la invalidez del acto está a cargo de la demandante.
La acción de lesividad tiene relación con la revocatoria directa, dado su uso 
se predica cuando no le es posible a la administración revocar su decisión. En este 
sentido, el Consejo de Estado70 asegura: 
68 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia SU-498 de 2016, 14 de septiembre. M. P.: Dra. Gloria Stella Ortiz 
Delgado. Expediente: T-5.490.721.
69 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 13172, 22 
de junio de 2001. C. P.: Dr. Jesús María Carrillo Ballesteros. Actor: Francisco Emilio Gaona Gaona. Demandado: 
Municipio de Leticia.
70 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Radicación: 5379, 3 
de junio de 1994. C. P.: Dr. Guillermo Chahín Lizcano. Actores: Mariana Arellano de Garcés y otros. Demandada: 
Administración de Impuestos Nacionales de Palmira.







Ahora bien, habiéndose establecido en el Decreto 2503 de 1987 un procedimiento 
administrativo especial para el cobro coactivo de las deudas fiscales de competencia 
de la Dirección de Impuestos Nacionales, la Sala considera que si la Administración 
Tributaria evidenciaba por ejemplo, una flagrante violación de la ley en la expedi-
ción de la Resolución 005 de 1989, ha debido acudir a la jurisdicción contenciosa 
para demandar su propia decisión mediante la acción de lesividad y en modo alguno 
proceder a su revocación, pues a más de que no aparece demostrado en el proceso 
que se dan las respectivas causales de que trata el artículo 69 del Código Contencioso 
Administrativo, al haberse creado una situación particular y concreta a favor del eje-
cutado, le estaba vedada a la Administración hacerlo, porque carecía de su consenti-
miento expreso y escrito.
Los actos administrativos con efectos jurídicos particulares y concretos pue-
den ser revocados por las causales del artículo 93 del CPACA o demandados por 
nulidad, cuando el afectado no conceda su autorización de revocatoria, conforme 
las causales de ley (artículo 97, CPACA).
Sobre este punto valga decir que las causales de nulidad por medio de las 
que podría demandar la administración su propio acto administrativo estarían en 
concordancia con las causales de revocatoria directa, entre las cuales —y la única 
que se configura como herramienta de un juicio de legalidad— está aquella que 
se materializa por controvertir una disposición constitucional o legal, quedan-
do por fuera, las causales que atañen al interés público o social y la de agravio 
injustificado. 
Tal como lo describe Fajardo Velásquez71, sin el consentimiento, así se den 
las causales de ley, no hay lugar a la revocatoria. Si no hay lugar a revocatoria 
directa del acto administrativo de carácter particular y concreto, históricamente 
las autoridades administrativas han acudido a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, para que se declare la nulidad del acto administrativo, en virtud, 
primero, de la Ley 130 de 1913, más tarde con fundamento en los artículos 136-2 
y 149 del Código Contencioso Administrativo, y en la actualidad con base en el 
artículo 97 del CPACA. 
Como norma general (artículo 97, CPACA), cuando un acto administrativo 
—ficto o expreso— crea una situación jurídica de carácter particular y concreto 
71 John Milton Fajardo Velásquez. “Acción de lesividad: actos administrativos ilegales de carácter particular y con-
creto que no son lesivos a la administración” (tesis de maestría, Universidad Nacional de Colombia, 2015), http://
www.bdigital.unal.edu.co/49843/1/79801268.2015.pdf
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no puede revocarse sin la aquiescencia expresa y escrita del afectado. Si el titular 
niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la 
ley o la Constitución, debe demandarlo ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. Para los casos en donde se juzgue que el acto ocurrió por medios 
ilegales o fraudulentos se demandará sin necesidad del presupuesto procesal de 
conciliación y se solicitará al juez la suspensión provisional del acto administra-
tivo demandado.
Para García de Enterría72 la acción de lesividad surge asociada a los perjuicios 
o lesiones que la hacienda pública pudiera sufrir con ocasión de la vigencia de 
una decisión administrativa: 
El concepto de lesión, como el más vulgar de los ‘perjuicios’, tiene un perfil exacto 
en el derecho y se refiere concretamente no a un supuesto de invalidez objetiva de 
un acto por infracción formal de las normas sino, por el contrario, a un acto per-
fectamente válido pero que, sin embargo, implica la consecuencia de un perjuicio 
económico para una de las partes (...) no se está contemplando el caso ordinario de la 
nulidad o anulabilidad de los actos administrativos, sino específicamente el de des-
manes administrativos de liquidación de créditos que, siendo perfectamente válidos, 
han producido, sin embargo, una lesión económica en contra de la Hacienda. 
Es así como esta institución jurídica se vinculó inicialmente a la presunción 
de minoridad de la hacienda frente a la acción rescisoria por lesión de la hacienda 
y no como una acción de nulidad por ilegalidad, sino como el antiguo beneficio de 
la causa de rescisión por causa de lesión. Hoy, esta institución se transformó sus-
tancialmente pasando a convertirse en un mecanismo de control de la legalidad. 
Este desarrollo histórico facilita señalar que las causales de la revocatoria 
directa relacionadas con el interés público o social y el agravio injustificado, se 
conectan con la génesis de la institución, la cual devino en el juicio de legalidad 
que hoy por hoy se despliega a través de la causal que se cristaliza con la mani-
fiesta oposición a la Constitución y la ley. 
Para el Consejo de Estado73 la acción de lesividad se produce en todos los 
casos en que la nación o las entidades públicas acudan como demandantes ante 
72 Eduardo García de Enterría, “La configuración del recurso de lesividad”. Revista de Administración Pública, n.º 
15, septiembre-diciembre (1954): 118, https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/2112000.pdf
73 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección C. 
Radicación: 660012331000200900087 02, 9 de julio de 2014. C. P.: Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 







la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de impugnar aquellos 
actos administrativos por ellas originados, cuando no ha sido posible que estas 
pierdan su fuerza ejecutoria por la vía administrativa no obstante estar viciadas 
en su convencionalidad, constitucionalidad o legalidad y que puedan causar per-
juicio al patrimonio público, los derechos subjetivos públicos o a los derechos e 
intereses colectivos.
La decisión administrativa demandada por la administración puede ser del or-
den particular y, por ende, generar el reconocimiento de derechos; los cuales po-
drían perderse con la declaratoria de nulidad. Así entonces, debe atenderse como 
elemento esencial la buena fe de las actuaciones de los particulares ante a la ad-
ministración, de allí que deba contrarrestarse probatoriamente dicha presunción 
para efectos de reclamar el restablecimiento del derecho para con la administra-
ción. Precisamente, el Consejo de Estado74 ratifica esta consideración al decir que 
de forma expresa el legislador determinó que, en la nulidad y restablecimiento 
del derecho en modalidad de lesividad, no podrían recuperarse prestaciones pa-
gadas a particulares cuando estas se adquirieron de buena fe. Esta configuración 
se consignaba en el artículo 136 del Decreto 01 de 1984; y hoy en el artículo 164 
de la Ley 1437 de 2011, atendiendo los postulados contenidos en el artículo 83 
de la Constitución Política. 
Nulidad electoral
El artículo 139 del CPACA consagra la nulidad electoral. Cualquier persona pue-
de pedir la “nulidad de los actos de elección por voto popular o por cuerpos 
electorales, así como de los actos de nombramiento que expidan las entidades y 
autoridades públicas de todo orden”. Igualmente, son demandables “los actos de 
llamamiento para proveer vacantes en las corporaciones públicas”. Cuando se 
trata de elecciones por voto popular, las decisiones adoptadas por las autoridades 
electorales, que resuelvan sobre reclamaciones o irregularidades respecto de la 
Actor: Municipio de Pereira. Demandado: Elizabeth Hoyos. Naturaleza: Apelación sentencia de nulidad sentencia. 
Expediente: 47830. 
74 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección C. 
Radicación: 52001-23-33-000-2014-00470-01, 21 de abril de 2017. C. P.: Dra. Sandra Lisset Ibarra Vélez. Actores: 
Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social. 
Demandado: Ilia del Carmen Muñoz de Fajardo.
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votación o de los escrutinios, deben demandarse junto con el acto que declara la 
elección. Es requisito que el demandante precise en qué etapas o registros electo-
rales se presentan las irregularidades o vicios que inciden en el acto de elección.
Los escrutinios pueden ser: de mesa, auxiliares, municipales, departamentales 
(generales) y nacionales. Estos últimos realizados por el Consejo Nacional Electoral.
El Consejo Nacional Electoral75 debe ejecutar el escrutinio para presidente 
de la República, expedir la respectiva credencial y conocer y decidir mediante 
acuerdo los recursos que se interpongan contra las decisiones de sus delegados 
para los escrutinios generales; también debe resolver sus desacuerdos y llenar 
vacíos u omisiones en la decisión de las peticiones que se les hubieren presentado 
legalmente.
Taxativamente las causales de reclamación electoral aparecen en los artículos 
122, 164, 166 y 192 del Código Electoral y según Carreño76:
Son las situaciones de hecho y de derecho a través de las cuales los candidatos, sus 
apoderados, los testigos electorales acreditados por los partidos y/o movimientos po-
líticos con personería jurídica y de organizaciones de observación electoral recono-
cidas por el Consejo Nacional Electoral, movimientos sociales, grupos significativos 
de ciudadanos y los grupos independientes promotores del voto en blanco y agentes 
del Ministerio Público pueden recurrir respecto de las inconsistencias que se presen-
taren en las elecciones, en las diferentes etapas del escrutinio (Escrutinio de jurados, 
escrutinio de las Comisiones Escrutadoras Auxiliares, municipales, departamentales 
y en los escrutinios nacionales).
Las causales de nulidad electoral se registran en el artículo 275 del CPACA:
Artículo 275. Causales de anulación electoral. Los actos de elección o de nombra-
miento son nulos en los eventos previstos en el artículo 137 de este Código y, además, 
cuando:
1. Se haya ejercido cualquier tipo de violencia sobre los nominadores, los electores o 
las autoridades electorales.
2. Se hayan destruido los documentos, elementos o el material electoral, así como 
cuando se haya ejercido cualquier tipo de violencia o sabotaje contra estos o contra 
75 Colombia. Presidencia de la República. Decreto 2241 de 1986, 15 de julio. Código Electoral Colombiano, http://
www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2241_1986.html
76 María Eugenia Carreño Gómez. Presidenta Comisión Nacional de Control y Asuntos Electorales. Procuraduría 
General de la Nación. Conferencia “Control durante la diligencia de escrutinios y agotamiento del requisito de 
procedibilidad”, 2013.







los sistemas de votación, información, transmisión o consolidación de los resultados 
de las elecciones.
3. Los documentos electorales contengan datos contrarios a la verdad o hayan sido 
alterados con el propósito de modificar los resultados electorales.
4. Los votos emitidos en la respectiva elección se computen con violación del sistema 
constitucional o legalmente establecido para la distribución de curules o cargos por 
proveer.
5. Se elijan candidatos o se nombren personas que no reúnan las calidades y requisi-
tos constitucionales o legales de elegibilidad o que se hallen incursas en causales de 
inhabilidad.
6. Los jurados de votación o los miembros de las comisiones escrutadoras sean cón-
yuges, compañeros permanentes o parientes de los candidatos hasta en tercer grado 
de consanguinidad, segundo de afinidad o único civil.
7. Tratándose de la elección por voto popular por circunscripciones distintas a la na-
cional, los electores no sean residentes en la respectiva circunscripción.
8. Tratándose de la elección por voto popular, el candidato incurra en doble militan-
cia política. 
Como lo indica este artículo, también son demandables los actos de elección 
o de nombramiento en los eventos previstos en el artículo 137 del CPACA. 
Además, del principio de eficacia del voto como límite de la nulidad elec-
toral, García77 evidencia otros avances jurisprudenciales que muestran caracte-
rísticas especiales en su ejercicio “la aplicación del principio pro homine o pro 
libertatis, el de la justicia rogada; un requisito de procedibilidad y un término de 
caducidad muy corto”.
El principio pro homine o pro libertatis, según el cual el legislador puede 
ampliar, pero no restringir el ámbito de protección de los derechos referidos, lo 
trata la Corte Constitucional78 y lo aplica en materia de nulidad el Consejo de 
Estado79 así: 
77 María Camila García Serrano, “Acción de nulidad electoral: principio democrático vs. derechos del elegido” (tesis 
de maestría, Universidad Nacional de Colombia, 2014).
78 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-148 de 2005, 22 de febrero. M. P.: Dr. Álvaro Tafur Galvis. 
Expediente: D-5328.
79 Colombia. Consejo de Estado. Sección Quinta. Radicado: 23-31-000-2011-00311-01, 1 de noviembre de 2012. 
C. P.: Dr. Mauricio Torres Cuervo. Actor: Jesús Antonio González. Demandada: Gobernadora del Departamento del 
Quindío. Expediente: 63001. 
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La jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado han establecido 
que las normas que establecen derechos y libertades constitucionales deben inter-
pretarse siempre de la manera que garantice su más amplio ejercicio, en tanto que 
aquellas normas que los limiten mediante el señalamiento de inhabilidades, incom-
patibilidades y calidades para el desempeño de cargos públicos, deben estar con-
sagradas expresamente en la Constitución o en la ley y no pueden interpretarse en 
forma extensiva sino siempre, con la finalidad enunciada, en forma restrictiva. Es el 
principio pro libertatis.
El carácter rogado de la nulidad electoral le otorga al demandante la carga 
procesal de impugnación del acto administrativo, y lo obliga a determinar el con-
cepto de la violación, como requisitos adicionales a la mayoría de las acciones 
públicas, en términos de la Corte Constitucional80.
El requisito de procedibilidad que instituye el Acto Legislativo 01 de 2009, 
contenido en el artículo 237, numeral 7 de la Constitución Política, debe agotarse 
antes de la declaratoria de elección, y es en ese momento donde se deben alegar 
todas las irregularidades de las votaciones o escrutinios. 
Para la Corte Constitucional81 dicho requisito establecido en el CPACA desco-
noció la reserva de ley estatutaria para asuntos electorales y restringió el derecho 
político, puesto que a pesar de disponer que cualquier persona podía hacer la recla-
mación, el Código Electoral determinaba que los legitimados para tal efecto eran 
los testigos electorales debidamente autorizados, los candidatos o sus representantes 
(artículos 122 y 192 del Código Electoral). Lo anterior derivaba en que la persona 
tenía competencias para demandar la nulidad electoral pero no podía implementar 
su presupuesto procesal. Teniendo en cuenta estos motivos, la Corte Constitucional 
declaró inexequible el numeral 6 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011.
Ahora, si bien es cierto que se declaró la inexequibilidad del presupuesto conte-
nido en el artículo 161, numeral 6 del CPACA, no es menos cierto que su vigencia 
constitucional permanece en el artículo 237, numeral 7 de la Constitución Política. 
80 Colombia. Corte Constitucional. Auto A-216 de 2007, 22 de agosto. M. P.: Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
Referencia: Solicitud de nulidad de la sentencia T-033 de 2007.
81 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-283 de 2017, 3 de mayo. M. P.: Dr. Alejandro Linares Cantillo. 
Expediente: D-11676. 







Debe advertirse que el Consejo de Estado82 respecto de la causal del numeral 3 
del artículo 275 del CPACA determinó que se cumple con el presupuesto procesal 
con la sola acreditación de haber sometido a examen de autoridad electoral la re-
clamación, lo que significa que no es necesario que la autoridad electoral decida 
la solicitud. 
En lo atinente a esta clase de medios de control el CPACA declaró la im-
procedencia de otros. Es el caso de los mecanismos para proteger los derechos 
e intereses colectivos regulados en la Ley 472 de 1998 y en el artículo 144 de la 
Ley 1437 de 2011.
Para el Consejo de Estado83 existe un vínculo entre el derecho a ser elegido 
o nombrado como derecho fundamental y la nulidad electoral, lo que le da a esta 
última el carácter de “acción pública”: “La acción de nulidad electoral es también 
una acción pública y el derecho a ser elegido o nombrado es un derecho funda-
mental”; sin embargo, tal como bien lo menciona Romero Aguirre84, el fraude 
electoral deja siempre vigente la posibilidad de que la elección no corresponda 
al resultado real del sufragio. La voluntad popular que se expresa en el voto se 
ve entonces alterada por: “falsificación de un registro”, “sustitución de una per-
sona”, “simulación del nombre”, “compra del voto”, “anulación injusta de un 
registro”, entre otras, que adquieren también la condición de delitos85. 
Reparación directa
Para la Corte Constitucional86 la reparación directa es de “naturaleza subjetiva, 
individual, temporal y desistible, a través de la cual la persona que se crea 
82 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Radicación: 
44001233300020150017201, 21 de septiembre de 2016. C. P.: Dra. Rocío Araujo Oñate. Actor: Amilkar Hernando 
Gómez Toro. Demandado: Ever David Quintana Rodríguez, concejal del municipio de Riohacha periodo 2016-2019. 
83 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Sentencia 
110010328000201400104-00, 14 de mayo de 2015. C. P.: Dra. Susana Buitrago Valencia. Actor: Manuel Viterbo 
Palchucán Chingal. Demandado: Marco Aníbal Avirama. Acción de nulidad electoral. Expediente: 2014-00104.
84 Alfonso Romero Aguirre, El fraude electoral. Fenómeno antisocial en Colombia. El caso de Bolívar (Bogotá: 
Mercurio, 1931), 15, https://bdigital.uexternado.edu.co/handle/001/27 
85 Colombia. Congreso de la República. Ley 1864 de 2017, 17 de agosto. Mediante la cual se modifica la Ley 599 
de 2000 y se dictan otras disposiciones para proteger los mecanismos de participación ciudadana. Diario Oficial 
50328, http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1864_2017.html 
86 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-644 de 2011, 31 de agosto. M. P.: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 
Expediente: D-8422.
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lesionada o afectada (…) podrá solicitar directamente ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo que se repare el daño causado y se le reconozcan las 
demás indemnizaciones que correspondan”. Es, por tanto, un medio de control 
indemnizatorio con ocasión de la responsabilidad extracontractual en que pudo 
incurrir el Estado, en la que opera el principio iura novit curia, según el cual al 
interesado no le corresponde presentar las razones jurídicas de sus pretensiones, 
sino relatar los hechos, omisiones u operación para que el juez de la jurisdicción 
disponga el derecho aplicable al caso.
El medio de control de reparación directa pretende resarcir los daños antijurí-
dicos generados en la ejecución de un acto administrativo o aquellos que resulten 
de su revocatoria directa o anulación. El Consejo de Estado87 ha desarrollado la 
viabilidad de acudir a la reparación directa por las anteriores causas, apuntando: 
Es jurisprudencia constante de esta Sala, en el marco de la estructura de la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo establecida por el ordenamiento jurídico colombia-
no, la escogencia de la acción no depende de la discrecionalidad del demandante sino 
del origen del perjuicio alegado. (…) resulta clara la posición constante y coherente 
de la jurisprudencia de la Corporación, mediante la cual, con un incontrovertible sus-
tento legal, se ha considerado que el ordenamiento jurídico colombiano distinguió la 
procedencia de las acciones a partir del origen del daño, reservando así la acción de 
nulidad y restablecimiento del derecho a aquellos eventos en los cuales los perjuicios 
alegados sean consecuencia de un acto administrativo y la acción de reparación direc-
ta para los que encuentren su fuente en un hecho, omisión u operación administrativa. 
Sin embargo, la regla aludida encuentra dos excepciones claras en la jurisprudencia: 
la primera tiene que ver con los daños que se hubieren causado por un acto admi-
nistrativo legal y la segunda con los daños cuya fuente sea la ejecución de un acto 
administrativo que haya sido objeto de revocatoria directa o de anulación por parte 
de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.
Arenas y Jiménez88 diferencian tres etapas en la evolución de la responsa-
bilidad estatal en Colombia, (i) desde el siglo XIX hasta 1964, (ii) desde 1964 
hasta 1991 y (iii) desde la Constitución de 1991 a la fecha. Hasta antes de la 
87 Colombia. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia 026-52001-23-31-000-1999-00959-01, 3 de abril de 
2013. C. P.: Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Expediente: 26437.
88 Carolina Arenas Uribe y Mariángela Jiménez Uscátegui, “La responsabilidad del Estado por el hecho del legisla-
dor” (tesis de pregrado, Pontificia Universidad Javeriana, 2001), http://javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere2/
Tesis41.pdf







Constitución de 1991 las altas cortes tomaron varias teorías para resolver los 
casos. Se pasó por interpretaciones que reconocían la “teoría de la irresponsabi-
lidad del Estado como corolario de su soberanía”; hasta la teoría de la “falla del 
servicio público” que no admitía culpa del funcionario, era una falla anónima o 
falla de la administración. También la “teoría del daño especial”, mediante la cual 
se resolvió el caso del daño que sufrió en 1944 el diario El Siglo. 
El artículo 90 de la Constitución de 1991, dio paso al concepto de daño antiju-
rídico y aunque no se define en el texto de la Carta, la doctrina y la jurisprudencia 
han dicho que es “un detrimento patrimonial que carece de título jurídico válido 
y que excede el conjunto de cargas que normalmente deben soportar”. Este nuevo 
concepto desplazó la teoría subjetiva del daño fundado en el daño antijurídica-
mente causado, hacia la teoría objetiva, en la que lo importante es la existencia de 
un daño antijurídicamente soportado89. 
La antijuridicidad del daño repercute en el resultado mismo de su génesis, sin 
que sea menester fijar su causa, sea esta lícita o ilícita. Esta concepción ayudó a 
erigir en un principio los regímenes de responsabilidad subjetiva y objetiva.
El concepto de daño antijurídico que se moldea con fundamento en el artículo 
90 superior, se consagra en el artículo 140 del CPACA, según el cual toda persona 
interesada puede demandar directamente la reparación del daño antijurídico pro-
ducido por la acción u omisión de los agentes del Estado: 
Artículo 140. Reparación directa. En los términos del artículo 90 de la Constitución 
Política, la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño 
antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado.
De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la 
causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupa-
ción temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cual-
quiera otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado 
siguiendo una expresa instrucción de la misma.
Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perju-
dicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública.
89 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 8163, 13 de 
julio de 1993. C. P.: Dr. Juan de Dios Montes Hernández. Actores: José Elías Rivera Arenas y otros. Demandada: 
Nación-Ministerio de Justicia.
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En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares 
y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe 
responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la 
omisión en la ocurrencia del daño.
Casos jurisprudenciales del Consejo de Estado90 como la nulidad de una li-
cencia de construcción, el indebido escrutinio a cargo de la organización electoral 
que permitió declarar electa a una autoridad municipal, también la revocatoria del 
acto de adjudicación de baldíos son ejemplos en donde según este alto tribunal91, 
se aprecia que la reparación se produce por el daño causado por los actos admi-
nistrativos y no propiamente por la legalidad de los mismos. 
Con responsabilidad subjetiva
Este régimen se basa en falta o ausencia de Estado, por lo que el título jurídico 
de imputación del daño es la falla del servicio, que se analiza desde unas varia-
bles probatorias, ocasionando la falla probada del servicio y la falla presunta del 
servicio. 
La falla de servicio se da por omisión, retardo, irregularidad o ineficiencia 
del Estado en la prestación de los servicios públicos. Ilustra la “falla del servi-
cio” la sentencia del Consejo de Estado92 mediante la cual se obliga al Estado a 
indemnizar las lesiones causadas a un guardia en la Cárcel del Distrito Judicial de 
Armenia por parte de un efectivo del Ejército. Así lo expone la citada providencia:
(…) es lógico concluir que la falla del servicio ha sido, en nuestro derecho, y continúa 
siendo, el título jurídico de imputación por excelencia para desencadenar la obliga-
ción indemnizatoria del Estado; en efecto, si al juez administrativo le compete —por 
principio— una labor de control de la acción administrativa del Estado y si la falla 
del servicio tiene el contenido final del incumplimiento de una obligación adminis-
trativa a su cargo, no hay duda de que es ella el mecanismo más idóneo para asentar 
la responsabilidad patrimonial de naturaleza extracontractual. 
90 Colombia. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia 20001-23-31-000-2007-00152-01, 1 de agosto de 
2016. C. P.: Dra. Stella Conto Díaz del Castillo.
91 Colombia. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia 47001-23-31-000-2003-00961-01, 1 de agosto de 
2016. C. P.: Dra. Marta Nubia Velázquez Rico.
92 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 8163, 13 de 
julio de 1993. C. P.: Dr. Juan de Dios Montes Hernández. Actores: José Elías Rivera Arenas y otros. Demandada: 
Nación-Ministerio de Justicia.







En la falla del servicio es forzoso conocer el nexo causal como necesario para 
obtener la indemnización del daño, pero no es requisito saber la identidad del 
agente. De allí la denominada falla del servicio anónima en donde “no se requiere 
que exista certeza sobre la identidad del servidor público causante del daño, ya 
que basta con que se acredite que este es imputable al Estado”93.
Según el Consejo de Estado94 en la falla probada del servicio por responsabi-
lidad del Estado, es el demandante perjudicado quien debe demostrar la ocurren-
cia de la falla, la existencia del daño y el nexo entre la falla del servicio y el daño:
(…) al encontrarse regido el presente caso por un régimen de falla probada en el 
servicio, la carga probatoria le corresponde a la parte demandante, para lo cual puede 
acudir a los medios probatorios previstos en el ordenamiento jurídico, entre ellos 
la prueba indiciaria que generalmente resulta de analizar el contenido de la historia 
clínica. La jurisprudencia de esta Sección, se ha ocupado de estudiar el tema concer-
niente a las características y exigencias de la historia clínica dentro de los procesos 
en los cuales se discute la responsabilidad extracontractual del Estado derivada del 
despliegue de actividades médico-asistenciales y ha precisado la naturaleza jurídica 
de documento público que corresponde a tales historias y, por ende, su valor proba-
torio, en los siguientes términos: “Es de resaltarse que la historia clínica asentada en 
entidades públicas es un documento público, que da fe, desde el punto de vista de su 
contenido expreso, de la fecha y de las anotaciones que en ella hizo quien la elaboró 
(art. 264 del C. P. C.), y desde el punto de vista negativo, también da fe de lo que no 
ocurrió, que para este caso revela que al paciente no se le practicó arteriografía” (…) 
“…A su vez, esta Sala se ha pronunciado respecto de —y ahora reafirma— la necesi-
dad de elaborar historias clínicas claras, fidedignas y completas, las cuales permitan 
garantizar el adecuado seguimiento y el acierto en el diagnóstico y en la atención de 
los pacientes, así como también el pertinente control posterior, tanto interno por parte 
del centro médico asistencial, como externo por parte de entidades de vigilancia o del 
propio juez, de suerte que se haga posible el conocimiento y la fiscalización efectiva 
del proceder de los galenos, tal como resulta necesario dentro de los procesos a los 
93 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 12812, 28 
de noviembre de 2002. C. P.: Dr. Ricardo Hoyos Duque. Actores: LAGE y otros. Demandada: Nación-Departamento 
Administrativo de Seguridad.
94 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. 
Radicación: 19001-23-31-000-1998-03400-01, 26 de mayo de 2011. C. P.: Dr. Hernán Andrade Rincón. Actores: 
Florentino Muñoz Piamba y otros. Demandada: Dirección Departamental de Salud del Cauca. Expediente: 20097. 
Véase: Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. Radicación: 
50001-23-31-000-2002-00375-01, 5 de marzo de 2015. C. P.: Dr. Danilo Rojas Betancourth. Actores: Ana Argenis 
Suárez Cortes y otros. Demandado: E.S.E. Villavicencio. Expediente: 30102.
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cuales da lugar el ejercicio de la acción de reparación directa por parte de los ciuda-
danos que se sienten perjudicados por la acción o la omisión de las instituciones que 
prestan este tipo de servicios o del personal a su cargo…”.
La responsabilidad del Estado adquiere diferentes enfoques, específicamente, 
frente a conscriptos, cuyo análisis examinó la Corte Constitucional95, que eviden-
ció que puede ser de naturaleza objetiva a través del daño especial o riesgo ex-
cepcional, al igual que por falla del servicio cuando hechos y pruebas se acreditan 
en el proceso judicial. Dicho análisis fue el resultado del estudio que se efectuó 
sobre decisiones del Consejo de Estado96 y quien consideraba que se debía aplicar 
“la responsabilidad del Estado bajo el régimen de daño especial cuando el daño 
se produjo como consecuencia del rompimiento de las cargas públicas; el de falla 
probada cuando la irregularidad administrativa produjo el daño y; el de riesgo 
cuando éste proviene o de la realización de actividades peligrosas o de la utiliza-
ción de artefactos que en su estructura son peligrosos”. 
De acuerdo con lo precedente, las reglas y subreglas jurisprudenciales del 
Consejo de Estado, reconocidas por la Corte Constitucional sobre la responsabi-
lidad del Estado por los daños causados a conscriptos en la prestación del servicio 
militar, corresponden a: 
(i) Los requisitos constitutivos de la responsabilidad del Estado son:
a. La existencia de un daño antijurídico. 
b. La acción u omisión desplegada sea imputable a las entidades públicas.
c. La relación de causalidad material entre el daño antijurídico y el órgano estatal97.
(ii) Tal responsabilidad se extiende a todos los ámbitos en los cuales el Estado inter-
venga y la graduación de la misma dependerá de la relación que establezca con los 
sujetos. En algunos eventos la responsabilidad se determinará con arreglo a lo pac-
tado por las partes situación en la cual existe una igualdad relativa entre los sujetos 
de derecho, pero en otros casos la responsabilidad surge por el desequilibrio que se 
95 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-011 de 2017, 20 de enero. M. P.: Dr. Alberto Rojas Ríos. Expediente: 
T-5.731.786.
96 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 30 de julio 
de 2008. C. P.: Ruth Stella Correa Palacio. Expediente: 18725. Sentencia de 15 de octubre de 2008. C. P.: Enrique 
Gil Botero. Expediente: 18586. 
97 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-644 de 2011, 31 de agosto. M. P.: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 
Expediente: D-8422.







genera ante la imposición (y no negociación) de una función sobre una persona, con 
el propósito de contribuir al bienestar general.
(iii) La prestación del servicio militar es una obligación ciudadana para los hombres, 
que genera “obligaciones para el Estado toda vez que el vínculo que genera surge 
debido al cumplimiento del deber constitucional de defensa de la soberanía y la inde-
pendencia de las instituciones públicas”98.
(iv) En relación con el título de imputación aplicable a los daños causados a soldados 
conscriptos, el Consejo de Estado ha determinado que puede ser: (i) de naturaleza 
objetiva —tales como el daño especial o el riesgo excepcional—, y (ii) por falla del 
servicio, siempre y cuando de los hechos y de las pruebas allegadas al proceso se 
encuentre acreditada la misma99.
(v) Cuando el daño se produjo como consecuencia del rompimiento de la igualdad 
frente a las cargas públicas, el régimen de responsabilidad es: daño especial100.
Cuando la irregularidad administrativa produjo el daño, el régimen de responsabili-
dad es: falla probada101.
Cuando el daño proviene de la realización de actividades peligrosas o de la utiliza-
ción de artefactos que en su estructura son peligrosos, el régimen de responsabilidad 
es: riesgo excepcional102.
(vi) En todo caso, el daño no será imputable cuando se rompa el nexo causal entre 
este y la prestación del servicio militar, esto es cuando se haya producido por103:
Culpa exclusiva de la víctima.
Por fuerza mayor.
98 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 05001-23-
31-000-1997-08940-01(17839), 4 de febrero de 2010. C. P. (e): Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Actores: Luis Efrén 
Carvajal y otros. Demandada: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional. Referencia: Acción de reparación 
directa.
99 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. 
Radicación: 52001-23-31-000-2007-00593-01, 13 de junio de 2016. C. P.: Dr. Hernán Andrade Rincón. Actores: 
Aníbal Saavedra Díaz y otros. Demandada: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional. Expediente: 39309.
100 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 30 de julio 
de 2008. C. P.: Dra. Ruth Stella Correa Palacio. Expediente: 18725. Sentencia de 15 de octubre de 2008. C. P.: Dr. 
Enrique Gil Botero. Expediente: 18586.
101 Ibid.
102 Ibid.
103 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 50001-
23-31-000-2000-00031-01(29088), 16 de septiembre de 2013. C. P. (e): Dr. Mauricio Fajardo Gómez. Actor: Félix 
Eduardo Montoya Moyano. Demandado: Ministerio de Defensa-Ejército Nacional. Expediente: 11401.
68





Por el hecho exclusivo de un tercero.
(vii) Corresponde al Estado la protección de los obligados a prestar el servicio militar 
y la asunción de todos los riesgos que se creen como consecuencia de la realiza-
ción de las diferentes tareas que a ellos se asignen. No será imputable al Estado el 
daño causado cuando éste haya ocurrido por fuerza mayor o por el hecho exclusivo 
de un tercero o de la víctima, eventos cuya demostración corresponderá a la parte 
demandada104.
Subreglas aplicables por deducción:
A. Debido al carácter objetivo de la responsabilidad que se genera para el Estado 
por la prestación del servicio militar, hay una presunción sobre su obligación de 
responder por los daños que sufran los conscriptos. Tal responsabilidad únicamente 
puede ser desvirtuada cuando la Nación logra demostrar que se presentó: (a) Culpa 
exclusiva de la víctima; (b) Fuerza mayor; o (c) El hecho exclusivo de un tercero.
B. El hecho [de] que una persona se encuentre reclutada lleva a la conclusión que está 
realizando una tarea directamente relacionada con la obligación de prestar servicio 
militar: su presencia para las necesidades que surjan para el correcto funcionamiento 
de la institución (entre las cuales pueden encontrarse la vigilancia y los oficios va-
rios, pues estas tareas no son realizadas por los conscriptos por vocación, sino por el 
cumplimiento de su deber constitucional de prestar servicio a la patria, toda vez que 
no hay otro fundamento para que se le obligue a ello, pues de lo contrario se estaría 
en presencia de una relación laboral o contractual).
(viii) Cuando se invoque la existencia de una causa extraña por parte de la entidad 
demandada, es necesario analizar los detalles de tiempo, modo y lugar en que se pro-
dujo el daño, por cuanto es posible que el Estado haya contribuido co-causalmente 
a la generación del mismo, específicamente, al situar al conscripto en la situación de 
riesgo, o bien por una ruptura de la igualdad ante las cargas públicas o por una falla 
del servicio.
Esto implica que la sola enunciación de una causa extraña no constituye razón su-
ficiente para exonerar al Estado de responsabilidad por el daño comprobado en la 
persona de un soldado conscripto, toda vez que aunado a ello debe demostrar que 
operó fuerza mayor, hecho exclusivo de la víctima o hecho exclusivo de un tercero105. 
104 Ibid.
105 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 05001-23-
26-000-1996-00284-01(18586), 15 de octubre de 2008. C. P.: Dr. Enrique Gil Botero. Expediente: 18586.







Como puede observarse, el régimen de responsabilidad aplicable para cons-
criptos tiene como primera variable el análisis de la causa que genera el daño y 
como segunda variable el resultado del daño. 
Por otra parte, la falla presunta del servicio es un régimen intermedio entre 
la falla probada del servicio y el régimen objetivo, se caracteriza porque en los 
eventos respecto de los cuales es aplicable este régimen especial, traslada la carga 
probatoria del demandante al demandado. La administración puede liberarse de 
la responsabilidad desvirtuando la premisa de presunción, demostrando fuerza 
mayor o culpa-hecho exclusivo de la víctima o culpa-hecho exclusivo de un ter-
cero; aunque la mera prueba del caso fortuito no es suficiente para evidenciar la 
ausencia de culpa, por lo que la simple prueba del caso fortuito no la exonera. 
Para Arenas y Jiménez106 este tipo de falla ha sido aplicado por el Consejo de 
Estado en forma casuística. Inicialmente se aplicó a daños causados por armas o 
vehículos de dotación oficial; luego lo extendió a lesiones o muertes de personas 
retenidas en lugares de reclusión, a conscriptos durante la inscripción militar o su 
reclutamiento y a servicios médicos oficiales.
La falla presunta, según sentencia del Consejo de Estado107, se identifica 
como título de imputación en el cual corresponde al actor probar solamente la 
existencia de un perjuicio, que debe guardar relación directa de causalidad con 
la utilización de vehículo automotor oficial.
Con régimen de responsabilidad objetiva
Este régimen adquiere vigencia con el análisis que se lleva a cabo sobre el resul-
tado materializado en el daño y sin considerar la causa de su realización. Dicha 
regla se ha utilizado en distintos regímenes como el de daño especial, riesgo ex-
cepcional, expropiación y ocupación de inmuebles en caso de guerra, ocupación 
por trabajos públicos y privación injusta de la libertad.
106 Carolina Arenas Uribe y Mariángela Jiménez Uscátegui. “La responsabilidad del Estado por el hecho del le-
gislador” (tesis de pregrado, Pontificia Universidad Javeriana, 2001), http://javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/
dere2/Tesis41.pdf 
107 Colombia. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 31 de julio de 1989. Expediente: 2852. Sentencia 
de 20 de febrero de 1989. Expediente: 4655.
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Se apoya en el principio de igualdad (artículo 13, Constitución Política), según 
el cual el Estado puede asignar cargas y sacrificios que todos los administrados 
deben asumir por igual. El daño especial se configura cuando se impone a una o 
varias personas cargas superiores a las impuestas al resto de la comunidad. Por 
tal razón, tiene sustento en el desequilibrio de las cargas públicas, que, se reitera, 
ocasiona al afectado una carga mayor, dejándolo en condición de inferioridad, 
debiendo restablecerse en igualdad. Tal igualdad de considerar que se ha esta-
blecido que, si el daño es general, el mismo no es indemnizable porque todos los 
administrados están llamados a soportarlo. 
Este tipo de daño especial no analiza la culpa del agente, sino que se limita a 
dos situaciones para declarar o no la responsabilidad objetiva: (i) el accionar del 
Estado, pues pudo tratarse de un hecho o una omisión de una autoridad dentro de 
sus atribuciones legales, y (ii) el daño antijurídico causado, como consecuencia 
de ese accionar. Por este motivo se afirma que la víctima no está obligada a sopor-
tar la lesión, así se encuentre garantizada por una norma jurídica108. 
En materia jurisprudencial se determinó que los elementos constitutivos del 
daño especial109 son: 
El título jurídico de imputación consistente en el daño especial, aplicable, de acuerdo 
con lo expresado por la jurisprudencia de esta Sala, cuando concurran los siguientes 
elementos: 
a) Que se desarrolle una actividad legítima de la administración. b) La actividad debe 
tener como consecuencia el menoscabo del derecho a una persona. c) El menoscabo 
del derecho debe tener origen en el rompimiento del principio de igualdad frente a 
la ley y a las cargas públicas. d) El rompimiento de esa igualdad debe causar daño 
grave y especial, en cuanto recae sólo sobre alguno o algunos de los administrados. e) 
Debe existir un nexo causal entre la actividad legítima de la administración y el daño 
causado; y f) El caso concreto no puede ser susceptible de ser encasillado dentro de 
otro de los regímenes de responsabilidad de la administración. 
108 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-333 de 1996, 1 de agosto. M. P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
Expediente: D-1111.
109 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 26 de 
marzo de 2008. Radicado: 85001-23-31-000-1997-00440-01(16530). C. P.: Mauricio Fajardo Gómez. Actores: José 
Abigail Piratoba Barragán y otros. Demandada: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional.







Penalmente, según la Corte Constitucional110, la restricción de libertad no es 
una pena, sino una medida útil porque garantiza el correcto cumplimiento de los 
fines del Estado en la administración de justicia; esto es, con ella se conjuran los 
riesgos de fuga, de obstrucción o reiteración delictiva para efectos de la protec-
ción de la comunidad y de las víctimas. Adicionalmente, se entiende que la priva-
ción de la libertad se legaliza cuando el juez de garantías ha expedido una orden 
previa o se legalizan posteriormente las capturas en flagrancia. 
El debate se da sobre si los ciudadanos deben soportar pasivamente la ad-
ministración de justicia. Ante una respuesta positiva, de acuerdo con la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado111, surge un daño solamente en que haya 
un defectuoso funcionamiento por falla del servicio, que denote una actuación 
irregular del operador judicial; si por el contrario no existe obligación de soportar 
la carga de la privación de la libertad, aparece el concepto de “daño especial”, sin 
interesar si hubo falla del servicio. 
Riesgo excepcional
El Consejo de Estado definió el riesgo especial o excepcional como título jurídico 
de imputación así112:
(…) según la teoría de la responsabilidad por riesgo excepcional, el Estado compro-
mete su responsabilidad cuando quiera que en la construcción de una obra o la pres-
tación de un servicio, desarrollados en beneficio de la comunidad, emplea medios o 
[utiliza] recursos que colocan a los administrados, bien en sus personas o en sus pa-
trimonios, en situación de quedar expuestos a un “riesgo de naturaleza excepcional” 
que, dada su particular gravedad, excede notoriamente las cargas que normalmente 
han de soportar los administrados como contrapartida de los beneficios que derivan 
de la ejecución de la obra o de la prestación del servicio.
110 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-730 de 2005, 12 de julio. M. P.: Dr. Álvaro Tafur Galvis. Expediente: 
D-5442. Sentencia C-190 de 2006, 15 de marzo. M. P.: Dr. Jaime Araújo Rentería. Expediente: D-5832. Sentencia 
C-1198 de 2008, 4 de diciembre. M. P.: Dr. Nilson Pinilla Pinilla. Expediente: D-7287. 
111 Colombia. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, Privación injusta de la libertad: entre el derecho 
penal y el derecho administrativo (Bogotá: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2013). 
112 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 20 de febrero de 1989. C. 
P.: Dr. Antonio José de Irisarri. Expediente: 4665.
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Al resolver la aplicación en los daños producidos por redes de energía eléc-
trica, el Consejo de Estado113 expuso que tanto la doctrina como la jurisprudencia 
han indicado que la responsabilidad del Estado fundada en la teoría del riesgo 
excepcional es un supuesto de responsabilidad objetiva, del cual puede liberarse 
si hace desaparecer la relación de causalidad entre el hecho o la omisión y el daño 
causado: 
Para la sala la sentencia merece ser confirmada, porque el estudio efectuado sobre 
la responsabilidad por riesgo especial como consecuencia de la actividad peligro-
sa desarrollada por la demandada, cual es el manejo del fluido eléctrico, se estima 
ajustado a la realidad fáctica que muestran los autos (...) Del fallo la sala comparte 
los siguientes apartes: “...cuando se trata de responsabilidad por riesgo, el actor está 
eximido de probar, las condiciones particulares en que ello sucedió...” “...Esta ha sido 
en otros términos, la reiterada jurisprudencia de la Sala, en la cual se parte del riesgo 
especial a que se somete a los usuarios del servicio de energía eléctrica por parte 
de la entidad explotadora de él, puesto que ésta desarrolla una actividad que se ha 
considerado peligrosa. Así se ha decidido en diversos asuntos últimamente resueltos, 
como el de 17 de mayo de 1991 (Exp. # 6175, actor Ana Milena Escobar de Álvarez) 
del cual fue ponente quien ahora redacta éste y que muestran que en tales eventos se 
presume más que la culpa del ente demandado, su responsabilidad; responsabilidad 
sólo exculpable por fuerza mayor, culpa exclusiva de la víctima o el hecho de un 
tercero, también exclusivo y determinante...” (Sentencia de febrero 25 de 1994. Exp. 
8401. actor: Silvina Hernández Duarte. Consejero Dr. Carlos Betancur Jaramillo).
A la luz de la jurisprudencia de esta corporación, aquí se ha presentado un caso de 
responsabilidad por riesgo excepcional, que compromete a la administración deman-
dada por cuanto es esa entidad la encargada de la prestación del servicio público de 
energía eléctrica en la zona donde ocurrió el accidente (...) La prestación del servicio 
público de energía eléctrica implica un riesgo para la comunidad y la entidad que 
presta el servicio debe responder administrativamente por los daños que sufran los 
asociados como consecuencia de que se efectivice el riesgo al cual fueron sometidos 
(...) (Sentencia de agosto 11 de 1994. Exp. 9106. Actor Lucía Moreno Villegas y 
otros. Consejero Dr. Daniel Suárez Hernández).
(...) porque acoge la tesis que ha venido sosteniendo jurisprudencialmente la cor-
poración por la falla por riesgo excepcional (...) De dicho fallo la sala comparte los 
113 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 66001-23-
31-000-1994-2639-01, 2 de mayo de 2002. C. P.: Dr. Germán Rodríguez Villamizar. Actores: Héctor Antonio Correa 
Cardona y otros. Demandada: Empresas Públicas de Pereira. Expediente: 13262.







siguientes apartes que la eximen de cualquier consideración adicional: “...La res-
ponsabilidad sin falta tiene aplicación en este caso, por cuanto el servicio eléctrico 
prestado por entidad oficial al establecer la conducción de energía, creó un riesgo 
para todos los habitantes de la ciudad, que una vez producido el daño deberá ser asu-
mido por el propietario de dicho servicio... Por último, la sala considera que aunque 
no se presentara responsabilidad con base en la teoría enunciada anteriormente, se 
da también falla en la prestación del servicio, pues la persona pública demandada es 
la que presta el servicio público de energía en la ciudad y como tal requiere ejercer 
vigilancia en su propia instalación, revisando periódicamente... Así pues debió la 
demandada proceder a la supresión de estas conexiones ilegales, pues al permitirlas, 
o no hacer nada por suprimirlas, colocaba al resto de la población en inminente peli-
gro de su integridad personal... La relación de causalidad también es evidente, de no 
haber existido el cable energizado no se hubiera producido la muerte...”.
Así entonces, la administración solo se libera de esa responsabilidad cuando 
logra demostrar la fuerza mayor, el hecho exclusivo de un tercero o el hecho ex-
clusivo de la víctima.
Expropiación y ocupación de inmuebles en caso de guerra
La expropiación y ocupación de inmuebles en caso de guerra como título de res-
ponsabilidad objetiva del Estado, se consagran en el artículo 59 superior y exigen 
al demandante acreditar el título para reclamar la ocupación o expropiación del 
inmueble. El Estado se exonera solamente si prueba actuación de un tercero:
Artículo 59. En caso de guerra y sólo para atender a sus requerimientos, la necesi-
dad de una expropiación podrá ser decretada por el Gobierno Nacional sin previa 
indemnización.
En el expresado caso, la propiedad inmueble sólo podrá ser temporalmente ocupada, 
para atender a las necesidades de la guerra, o para destinar a ella sus productos.
El Estado será siempre responsable por las expropiaciones que el Gobierno haga por 
sí o por medio de sus agentes. 
Actualmente, se presentan pocos casos de ocupación o expropiación de bie-
nes por concepto de guerra; pero en vigor de la Constitución de 1886 fueron 
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múltiples, aún en 2016 el Consejo de Estado114 con fundamento en la Ley 167 
de 1941 y el artículo 33 de 1886 (vigentes para la época de los hechos), resolvió 
una demanda interpuesta en el Tribunal Administrativo de Villavicencio contra 
el Ejército Nacional por ocupación temporal de propiedad inmueble en tiempo 
de guerra. La alta corporación declaró probada la excepción previa de caduci-
dad propuesta por la demandada, por considerar que la cesión mediante escritura 
pública 1434 del 8 de julio de 2011 otorgada en la Notaría Única del Círculo de 
Aguazul (Casanare), no revivía los términos de la reparación. 
La ocupación inició en 1952, en vigencia de la Ley 167 de 1941, la cual per-
mitía al afectado con una ocupación demandar por vía judicial la indemnización 
por la pérdida o afectación de su propiedad, pero concluía que, si los motivos de 
la ocupación eran seguridad nacional, el artículo 33 de la Constitución Política 
de 1886 aseveraba que en caso de guerra el Estado se encontraba en posibilidad 
de ocupar temporalmente propiedades de particulares, con el fin de atender al 
restablecimiento del orden público sin que mediara una indemnización previa. 
En consecuencia, revocó la decisión del a quo y declaró probada la excepción 
previa de caducidad. 
No obstante, en aras de una sana discusión jurídica debe analizarse esta si-
tuación fáctica frente a los pronunciamientos de la Corte Constitucional115, con 
relación a la confiscación, la extinción de dominio, el decomiso, la expropiación 
con indemnización y la expropiación en caso de guerra como limitaciones al 
derecho a la propiedad, porque para aplicar la tesis de la expropiación en caso de 
guerra, se requiere que una vez finalizada esta, el bien sea devuelto al propietario; 
así entonces, podría estarse más frente a un caso de confiscación arbitraria que 
frente a una expropiación por caso de guerra por parte del Ejército:
Lo expuesto hasta este punto, le permite a la Sala concluir que: i) existen eventos en 
los cuales se ajusta a la Constitución el decomiso administrativo como sanción por 
la comisión de una infracción administrativa, ii) si bien el decomiso administrativo 
implica la pérdida del derecho de propiedad a favor del Estado, no requiere la decla-
114 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. 
Radicación: 25000-23-26-000-2013-01405-01, 29 de agosto de 2016. C. P.: Dr. Ramiro Pazos Guerrero. Actores: 
Nelson Vargas Navarrete y otros. Demandados: Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional y Municipio de 
Yopal. Expediente: 51797.
115 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-459 de 2011, 1 de junio. M. P.: Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
Expediente: D-8319.







ración judicial, porque esa reserva el Constituyente la impuso sólo para los eventos 
expresamente consagrados en el inciso segundo del artículo 34 constitucional, que 
hacen relación a la adquisición ilegítima del bien objeto de la extinción, mientras que 
en el decomiso administrativo no tiene por finalidad poner en entredicho la legitimi-
dad de la propiedad del bien objeto de dicha medida, sino sancionar la inobservancia 
de una obligación legal, y iii) tampoco se puede asimilar esta clase de decomiso a 
la confiscación, medida expresamente prohibida en la Constitución y que supone 
“el apoderamiento de todo o de parte del patrimonio de una persona por parte del 
Estado, sin compensación alguna”, toda vez que el origen de esta figura es la infrac-
ción administrativa determinada por el legislador, mientras la confiscación carece de 
fundamento normativo alguno. 
El pronunciamiento de la Corte Constitucional116 en 2013 fue: 
El artículo 58 contempla la figura de la expropiación que puede ser de carácter ju-
dicial o administrativo. Este mecanismo de limitación legítima a la propiedad, tiene 
lugar cuando por razones de utilidad pública o interés general, el legislador autoriza 
al Estado adquirir la propiedad sobre un determinado bien o bienes, previa indem-
nización para el titular del derecho de dominio. En otros términos, por una decisión 
del legislador, la administración o un juez puede declarar la pérdida del derecho de 
propiedad sobre un bien, evento en el cual, su titular debe recibir una compensación 
previo a perder el derecho sobre el bien objeto de la expropiación. El Constituyente 
de 1991, contempló la expropiación en equidad que no requería de indemnización, 
esta figura fue suprimida por medio del Acto Legislativo 01 de 1999. La jurispruden-
cia constitucional ha señalado que para la procedencia de la expropiación, se requiere 
la intervención de las tres ramas del poder público. “El legislador fija los motivos de 
utilidad pública o interés común. La administración declara para un caso concreto 
los motivos de interés público y gestiona la expropiación. El juez controla el cum-
plimiento de las formalidades y fija la indemnización, mediante el procedimiento de 
expropiación. Sin embargo, en la expropiación por vía administrativa, la intervención 
del juez es sólo eventual, para los casos de demanda por vía contenciosa”. El signo 
distintivo de esta figura es la indemnización previa. Así mismo, el artículo 59 de la 
Constitución, consagró el caso excepcional de la expropiación en caso de guerra, 
para la cual no es indispensable la sentencia judicial ni es requisito la indemnización 
previa. Este artículo contempla en realidad una ocupación temporal de la propiedad, 
pues una vez terminada la guerra el bien debe ser devuelto a su titular, en donde el 
Gobierno será responsable si la ocupación no era necesaria. La figura se encuentra 
116 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-306 de 2013, 22 de mayo. M. P.: Nilson Pinilla Pinilla. Expediente: 
D-9331.
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actualmente regulada en diversas normativas dependiendo de la materia de que se 
trate, así, por ejemplo, la Ley 388 de 1997, que modificó la Ley 9 de 1989 y la Ley 
3ª de 1991, regula la expropiación urbana; la Ley 99 de 1993, regula la expropiación 
ambiental y la Ley 105 de 1993 que regula la expropiación para desarrollos de obras 
de infraestructura, por señalar sólo algunas (énfasis fuera de texto). 
En los casos de ocupación temporal o definitiva de inmuebles, el término de 
caducidad para el medio de control de reparación directa que en la actualidad 
se aplica es de dos años, conforme con la Ley 1437 de 2011, artículo 164, y 
que igualmente coincide con el implementado en el Decreto 01 de 1984 al apli-
carse por el Consejo de Estado117, cuando anota que en algunos casos el término 
de caducidad debe empezar a contarse a partir de la fecha en que el interesado 
tuvo conocimiento del hecho que produjo el daño, que puede coincidir con la 
ocurrencia del mismo en algunos eventos, pero en otros casos no. La jurispruden-
cia de la Sección Tercera ha interpretado la manera de entender el fin de caduci-
dad en aplicación de los principios pro actione118 y pro damato119. Así en Auto del 
30 de enero de 2003120 se dijo:
Si bien es cierto que el inciso 4º del artículo 136 del C. C. A. establece que el térmi-
no de caducidad para instaurar la acción de reparación directa se cuenta a partir del 
acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupa-
ción temporal o permanente del inmueble de propiedad ajeno por causa de trabajos 
públicos, dicha norma entendida de manera racional debe interpretarse en el sentido 
de que no basta con la realización pura y simple del hecho causante del daño sino 
que es necesario que haya sido conocido por el afectado, lo cual en la mayoría de las 
veces ocurre al mismo tiempo. Sin embargo, cuando la producción de esos eventos 
no coincida temporalmente, el principio pro actione debe conducir al juez a computar 
el plazo de caducidad a partir del momento en el cual el demandante conoció la exis-
117 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia 34717-2008, 9 de 
abril. Radicación: 25000-23-26-000-2007-0448-01. C. P.: Ramiro Saavedra Becerra. Actor: Marisol Arias Díaz. 
Demandado: Municipio de Anapoima. Expediente: 34.717. Apelación del auto que rechazó la demanda, http://
actualicese.com/normatividad/2008/04/09/sentencia-34717-de-09-04-2008/
118 Principio pro actione: en las acciones públicas de inconstitucionalidad, para demandar leyes contrarias al 
ordenamiento superior, los requisitos deben evaluarse de tal suerte que en caso de duda sobre el cumplimiento 
de los mismos, se resuelva a favor del accionante para que admita si demanda y se produzca un fallo de mérito.
119 Principio pro damato: interpretación de las normas procesales en el sentido más favorable a la admisión de una 
acción, para que el caso pueda ser oído por un juez.
120 Véanse: Auto de 30 de enero de 2003, expediente: 22.688 y Auto de 11 de mayo de 2006, expediente: 30.325.







tencia del hecho dañoso por la sencilla razón de que sólo a partir de esta fecha tiene 
un interés actual para acudir a la jurisdicción.
En el derecho español existe una línea doctrinaria y jurisprudencial orientada por 
el principio pro damato que busca aliviar los rigores de las normas que consagran 
plazos extintivos para el ejercicio de las acciones y aboga por la cautela y el criterio 
restrictivo con el que deben interpretarse y aplicarse dichas normas. 
En el caso de ocupación permanente de predios de propiedad privada para 
el desarrollo de trabajos públicos, la Corte Constitucional121 al revisar el fallo de 
tutela proferido por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, el 17 de 
febrero de 2010, dentro de la acción instaurada por el Instituto Nacional de Vías 
(Invías), a través de apoderado, contra el Tribunal Superior de Distrito Judicial 
de Sincelejo, Sala Civil-Familia-Laboral, Juzgado Promiscuo del Circuito de San 
Marcos, Juzgado Promiscuo del Circuito de Sucre, Juzgado Primero Promiscuo 
del Circuito de Corozal y Juzgado Promiscuo del Circuito de Sincé, hace el si-
guiente recuento de la normatividad aplicable:
18. (…) Uno de los primeros antecedentes que sobre la materia se encuentra en la ju-
risprudencia colombiana, es el fallo proferido en el ámbito federalista de los Estados 
Unidos de Colombia el 7 de diciembre de 1864 por la Corte Suprema Federal, en el 
cual se reconoció la responsabilidad patrimonial del Estado en razón a que el Ejército 
ocupó el predio de un ciudadano para ser usado como parque de artillería y, este 
resultó destruido a causa de un incendio. Dijo en esa oportunidad la Corte Suprema 
Federal122:
“1º. Que si el parque del Gobierno no hubiera estado en la casa del señor Núñez, en 
virtud de la expropiación, dicha casa no hubiera sido destruida por el incendio del 
expresado parque.
2º Que si el hecho del incendio del parque fue fortuito, y por consiguiente, nadie 
tuvo la culpa, habiendo sido expropiada la casa por las autoridades federales en oca-
sión muy oportuna para el servicio público, el Gobierno debe responder por dicha 
propiedad”.
19. Posteriormente, la Constitución Nacional de 1886 en sus artículos 30, 31 —in-
corporados por el acto legislativo 1 de 1936—, 32 y 33, prescribió la indemnización 
121 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-696 de 2010, 6 de septiembre. M. P.: Dr. Juan Carlos Henao 
Pérez. Expediente: T-2641602.
122 Juan Carlos Henao, La responsabilidad extracontractual del Estado en Colombia. Evolución jurisprudencial. 
Tomo I, Volumen II (Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 1991), 641.
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derivada de la expropiación por motivos de utilidad pública o en caso de guerra o 
respecto de personas que fueron privadas del ejercicio de una actividad lícita como 
consecuencia de la creación de un monopolio estatal y para restablecer el orden pú-
blico. Adicionalmente, a partir de la Carta de 1886, la Corte Suprema de Justicia 
ostentó como una de sus competencias la de “dirimir los negocios contenciosos en 
que tenga parte la Nación”, instituyendo la competencia general de ésta sobre los 
litigios de responsabilidad estatal. En desarrollo de esa competencia general, la Corte 
Suprema de Justicia empezó la construcción de los fundamentos de la responsabili-
dad estatal, fundada en el ordenamiento civil, particularmente en los artículos 2341 
a 2360 del Código Civil123.
Cuando la Constitución de 1886 dispuso por primera vez la prelación del interés 
público sobre el particular por graves motivos de utilidad pública y consagró la ex-
propiación o enajenación forzosa como la denominó el artículo 32 de ese estatuto, 
el mandamiento judicial al que se condicionó esta figura, fue el proveniente de la 
jurisdicción ordinaria, ya que en ese entonces no existía la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, debido a que apenas el constituyente facultaba al legislador para su 
creación.
20. A partir del Acto Legislativo número 3 de 1910, se ordenó crear la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, de manera que en virtud de la Ley 38 de 1918 le corres-
pondió al Consejo de Estado, conocer de manera específica, de la responsabilidad por 
los daños producidos por la ocupación de inmuebles por motivo de trabajos públicos, 
así como las reclamaciones a la Nación derivados de expropiaciones y daños en la 
propiedad privada causados por órdenes administrativas.
21. Al reforzarse el criterio de la función social de la propiedad a partir de la refor-
ma constitucional de 1936, se reiteró dicha responsabilidad mediante la Ley 167 de 
1941 por la cual se organizó la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. De con-
formidad con los artículos 261 a 269 de la citada ley, la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa tenía competencia para conocer los casos de responsabilidad por los 
daños producidos a causa de la ocupación temporal o permanente de inmuebles por 
motivo de trabajos públicos.
No obstante, mediante sentencia del 20 de junio de 1955 de la Corte Suprema de 
Justicia, en ejercicio de funciones de tribunal de control de constitucionalidad, de-
claró la inexequibilidad parcial de tales normas en aquel aparte relacionado con la 
ocupación “permanente”, por estimar que tales eventos debían ser competencia de la 
Jurisdicción Ordinaria por vía del proceso reivindicatorio, cuyo término de prescrip-
ción era de veinte (20) años. 
123 Ibid.







22. Por el contrario, por medio de la llamada acción ordinaria de plena jurisdicción, 
era posible reclamar ante la Jurisdicción Contenciosa por una actuación material de la 
Administración, como la ocupación temporal de bienes de particulares para el desa-
rrollo de trabajos públicos, respecto de la cual el máximo Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo consideró que las normas del Código Civil utilizadas por la Corte 
Suprema de Justicia, no eran ni suficientes ni aplicables a esta clase de litigios, de 
ahí que dichas normas se implementaran como criterio suficiente para reconocer la 
respectiva indemnización de perjuicios.. Es así como frente a la responsabilidad del 
Estado por trabajos públicos en los que no se produjera ocupación permanente este 
órgano señaló:
“No quiere (La Nación) que nadie sufra perjuicios, pero si las circunstancias de un 
momento dado determinan fatalmente a obrar, así sea con aplicación del principio 
según el cual el interés general prevalece sobre el interés individual, viéndose el 
Estado en la necesidad de realizar actuaciones capaces de lesionar a alguien, aunque 
involuntariamente, establece la forma de dejarlo completamente indemne. Y tal es lo 
que sucede con el Código Contencioso Administrativo en vigor”.
23. En cuanto al tema de trabajos públicos transitorios en propiedad privada y ex-
propiaciones, vale la pena mencionar que para ese entonces, ya el Consejo de Estado 
había realizado una construcción jurisprudencial esbozando el tema desde la óptica 
de la responsabilidad objetiva:
“Se estructura en ese mandamiento constitucional una responsabilidad objetiva y 
concreta, cuyo fundamento único es el hecho de la ocupación o de la expropiación 
temporal, sin mezcla alguna del elemento culpabilidad que constituye la base de la 
responsabilidad en derecho privado. Basta demostrar la ocupación para que sea via-
ble la indemnización que ha de pagar el Estado. Este hecho ha sido plenamente acre-
ditado en el curso del juicio, y, por consiguiente, la reparación que ordena el artículo 
68 del Código Contencioso Administrativo es procedente”.
24. En el año 1964 el Decreto Ley 528 estableció un término de caducidad de tres 
años para la acción de reparación directa, que era en ese momento la adecuada para 
solicitar las indemnizaciones, entre otras cosas, por causa de ocupaciones públicas. 
Con todo, es claro que, como se anotó, ya desde el año 1941 existía una plena diferen-
ciación entre las acciones contencioso administrativas y las ordinarias establecidas en 
el Código Civil. Así lo estableció el Honorable Consejo de Estado al indicar:
“La responsabilidad por trabajos públicos fue consagrada por la Ley 167 de 1941 
para la protección exclusiva de la propiedad inmueble… Luego con la expedición 
del decreto citado (528 de 1964) la responsabilidad por estos trabajos quedó así: La 
ocupación transitoria y los daños en la propiedad inmueble, sujeta al contencioso 
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especial de trabajos públicos; la indemnización por muerte, lesiones personales y las 
demás lesiones sufridas en otros bienes o derechos, sometida a la acción extracon-
tractual de reparación directa (artículos 31 y 32 decreto 528)”.
Lo anterior significa que en el caso de ocupación temporal de bienes, existía norma 
especial que regulaba sus efectos desde el punto de vista de la reparación, esta era, el 
Decreto ley 528 de 1964:
“En el contencioso de reparación directa encontramos dos acciones indemnizatorias 
bien tipificadas (la de responsabilidad extracontractual y la de indemnización por 
trabajos públicos) con un término de caducidad uniforme de tres años establecido en 
el artículo 28 del decreto 528 de 1964. Consideramos que este debe ser el plazo para 
ambas acciones dado el inequívoco tenor de la norma que no da margen a excepción 
alguna…”124.
25. Finalmente, se expidió el Código Contencioso Administrativo —Decreto 01 de 
1984—, por el cual nuevamente se estableció de manera expresa la indemnización 
tanto por ocupación temporal como por ocupación permanente de un inmueble de 
propiedad privada por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa, por vía 
de la acción de reparación directa, de acuerdo con lo previsto en los artículos 86 y 220 
de ese estatuto, con un término de caducidad de dos años contados, según el artículo 
136, a partir del hecho generador del perjuicio.
Los artículos 82, 86, 131, 132 y 220 del citado estatuto fueron demandados de in-
constitucionalidad ante la Corte Suprema de Justicia, Corporación que en Sentencia 
No. 94 del 16 de octubre de 1986, expediente 1495, declaró su exequibilidad frente a 
la Constitución vigente, considerando por una parte, que dichas normas no reprodu-
cían el contenido del artículo 269 de la Ley 167 de 1941 —declarado inexequible por 
esa misma Corporación—, para lo cual aclaró que los artículos 86 y 220 del Código 
Contencioso Administrativo no autorizaban a la Administración para ocupar perma-
nentemente la propiedad inmueble de dominio privado, ni equiparaban la ocupación 
de hecho a la expropiación. Al respecto señaló la Corte Suprema de Justicia:
“No solo de su contexto literal y autonomía normativa como quedó expresado pre-
cedentemente, sino también de su contenido, las disposiciones acusadas del Código 
Contencioso Administrativo adoptado por el Decreto número 001 de 1984, son di-
ferentes de las que la Ley 167 de 1941, regulaban el juicio de indemnización por 
trabajos públicos y que la Corte declaró inconstitucionales.
En efecto, el artículo 269 de la nombrada ley, única disposición que se declaró inexe-
quible con prescindencia de la jurisdicción encargada de aplicarla y de los trámites 
124 Carlos Betancur Jaramillo, Derecho procesal administrativo (Medellín: Bedout, 1981), 60.







del proceso especial allí regulado, no aparece reproducida en ninguna de las acusadas 
del nuevo Código Contencioso Administrativo y es muy distinta a la contenida en el 
artículo 220 del Decreto número 001 de 1984.
El título adquisitivo de dominio de la Administración sobre el inmueble que es ocu-
pado definitivamente por trabajos públicos y una vez que sea condenada a su pago, es 
la correspondiente sentencia; y el modo, la tradición que se verifica simbólicamente 
por el debido registro de ésta.
En cambio, el artículo 269 del abrogado código consideraba como título, el traslati-
cio de dominio que debía otorgar el dueño que había salido avante en el proceso y a 
cuya efectiva realización queda supeditada la obligación indemnizatoria impuesta a 
la Administración.
A) Cuando (sic) a la violación del artículo 30 por el 86 del Código Contencioso 
Administrativo, en su inciso 2º expresión ‘o permanente’, resulta inaceptable tal que-
branto dado que esta norma se limita a estructurar una especial acción contencioso 
administrativa, la denominada de reparación directa y cumplimiento, encaminada a la 
reparación del daño que sufre el particular por un hecho administrativo realizado por 
la Administración, cual es el de ocupar temporal o permanentemente un inmueble de 
tercero, por causa de trabajos públicos.
En parte alguna de la disposición citada, ni de las con ella relacionadas y que igual-
mente se acusan, aparece que se autorice a la Administración para que ocupe per-
manentemente la propiedad inmueble y lo haga sin seguir el procedimiento expro-
piatorio ordenado en el artículo 30 única forma legal de adquirir el dominio sobre 
inmuebles.
Tampoco es aceptable considerar que los artículos impugnados equiparan o hacen 
equivalentes la ocupación de hecho de la propiedad inmueble y la expropiación, ya 
que la primera figura es una simple actuación fáctica de la administración, general-
mente arbitraria y, por lo mismo no apta para despojar al particular de su derecho; en 
cambio la segunda es un modo de adquirir el dominio que el ordenamiento constitu-
cional otorga al Estado mediante el cumplimiento de ciertos requisitos; en todo caso, 
implica a diferencia de la ocupación, el ejercicio de un derecho”. 
Resulta entonces que la ocupación permanente si bien circunscribe la pose-
sión del propietario no le desconoce su calidad. Por ello la Corte Constitucional 
concluye que las disposiciones constitucionales que regulan la expropiación no 
están llamadas a aplicarse a la ocupación permanente de la propiedad inmueble 
por parte de la administración por trabajos públicos. 
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Un énfasis especial es el que se le hace al escrito del procurador Álvaro 
Copete Lizarralde (1951-1953), quien registra las siguientes líneas, y que por su 
claridad e importancia se transcriben textualmente: 
Ni el Código Contencioso-administrativo, ni ninguna otra ley ha autorizado expre-
samente a la Administración para que ocupe inmuebles particulares con ocasión de 
trabajos públicos. Si esa ley existiera sería manifiestamente inconstitucional.
Lo que hace el Legislador en el Código Contencioso Administrativo es observar la 
frecuencia con que esas ocupaciones se realizan de hecho, violando los derechos 
particulares, y por ello, como lo dice la exposición de motivos, se explica suficien-
temente que la ley provea la posibilidad de las ocupaciones de hecho o de daños por 
medio de procedimientos rápidos. 
El Consejo de Estado125 por su parte, en los casos de reparación directa por 
motivos de expropiación y ocupación permanente de bienes ha cancelado además 
del precio de los mismos, el lucro cesante y el daño emergente, en caso de haber 
sido acreditados dentro del proceso. Así lo justifica la entidad:
La indemnización de los perjuicios causados con ocasión de la ocupación permanen-
te de un inmueble debe atender a los principios de reparación integral del Daño. Esto 
significa que el juez administrativo, ante la prueba de una ocupación permanente por 
parte de la administración y de los perjuicios causados con aquella, al demandante, 
no debe limitar su condena al pago del valor del inmueble, con exclusión de otros 
eventuales perjuicios siempre que resulten probados. En otras palabras, los concep-
tos de daño emergente y lucro cesante se imponen en el proceso administrativo de 
reparación directa por ocupación de hecho, siempre que el demandante los haya 
pedido y acreditado en el curso del proceso. El daño emergente consiste en el precio 
del inmueble ocupado, y el lucro cesante se traduce en aquellos ingresos que el pro-
pietario del inmueble ocupado dejó de percibir como consecuencia de la ocupación 
del mismo. La indemnización que se ordena en el proceso de expropiación consiste 
en el reconocimiento y pago adelantado de una cantidad de dinero por medio de la 
cual el Estado pretende resarcir los perjuicios ocasionados al propietario con la ex-
propiación. Esa indemnización tiene por objeto la reparación integral del daño. Así lo 
establece el artículo 459 núm. 2 del C. de P.C. cuando dispone que en los perjuicios 
deberá incluirse “el valor de las obras necesarias para restituir las cosas al estado 
125 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 20001-
23-31-000-1993-0273-01, 10 de mayo de 2001. C. P.: Dr. Jesús María Carrillo Ballesteros. Actor: Sociedad 
Construcciones e Inversiones Santa Rosalía Ltda. Demandado: Municipio de Valledupar. Expediente: 11783.







que tenían en el momento de la entrega”. Sucede por tanto que la indemnización del 
proceso expropiatorio, incluye no solo el valor de la edificación, mejoras y predio 
sino también cualquier otro daño que hubiere sufrido el expropiado o damnificado, 
como el lucro cesante por arrendamientos dejados de percibir o el valor de las cose-
chas perdidas si se trataba de un bien cultivado por él mismo, etc. Es por lo anterior 
que los peritos, que realizan el avalúo de los bienes en el proceso de expropiación 
(art. 456) deben determinar separadamente la indemnización a favor de los distintos 
interesados y por los diferentes conceptos de daño. El precio a que tiene derecho el 
titular del dominio afectado con la medida de expropiación corresponde al precio del 
bien inmueble sustraído de su patrimonio (daño) y a los perjuicios ocasionados con 
la expropiación que pueden recaer en personas diferentes, como ocurre cuando se 
afecta a un arrendatario o a un poseedor. La indemnización previa es por ende uno 
de los elementos esenciales de la expropiación, toda vez que a través de este recono-
cimiento de perjuicios el Estado legitima su comportamiento y lo ajusta al derecho y 
a la equidad. Mediante la indemnización se pretende la protección constitucional del 
derecho de dominio de los ciudadanos, por ello debe comprender todo lo necesario 
para que el patrimonio del expropiado quede indemne en las mismas condiciones 
en que se encontraba antes de la expropiación. La determinación del valor de la in-
demnización por expropiación está condicionada por la ley al avalúo practicado por 
el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, por la entidad que cumpla sus funciones o 
por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes (art. 61 
ley 388 de 1997). La Sala concluye que la naturaleza de la indemnización ordenada 
en el proceso de reparación directa es igual a la que se dispone en el proceso de 
expropiación; con ella se pretende resarcir todos los daños y perjuicios sufridos por 
el demandante con ocasión de la ocupación permanente o de la expropiación, desde 
la fecha en que se produjeron los perjuicios; esto es, desde la ocupación permanente 
del inmueble o desde la expropiación del mismo, según el caso. La indemnización, 
en uno y otro proceso, no comprende únicamente el valor del inmueble ocupado o 
expropiado. Como quedó dicho, si el propietario pide y demuestra la ocurrencia de 
perjuicios diferentes, deberán serle reconocidos en la providencia correspondiente 
(énfasis fuera de texto). 
Como bien lo expone la Corte Constitucional126, fue hasta la Constitución de 
1991 que se implantó una cláusula legal que consagra de manera específica la 
responsabilidad patrimonial del Estado. Esta acción se desarrolló a partir de la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, con base 
126 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-644 de 2011, 31 de agosto. M. P.: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 
Expediente: D-8422.
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en las disposiciones del Código Civil que regulaban el tema de la responsabilidad 
patrimonial en el ámbito del derecho privado. Así lo explica la Corte: 
Hasta antes de la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991, no existía en el 
ordenamiento jurídico colombiano una cláusula que consagrara de manera específi-
ca la responsabilidad patrimonial del Estado. La responsabilidad estatal se concibe 
como una institución de origen netamente jurisprudencial a partir de la jurisprudencia 
desarrollada en sus inicios por la Corte Suprema de Justicia y posteriormente por el 
Consejo de Estado, con sustento en las disposiciones del Código Civil que regulaban 
el tema de la responsabilidad patrimonial en el ámbito del derecho privado. Respecto 
al aporte de la Corte Suprema de Justicia, este inicia con la sentencia de octubre 22 
de 1896, donde se considera que a pesar de que las entidades estatales sean personas 
jurídicas y, por tanto, irresponsables penalmente por los daños que ocasionaran a los 
ciudadanos, sí se encontraban obligadas objetivamente a las reparaciones civiles por 
los perjuicios que resultaren de una conducta punible imputable a los funcionarios 
públicos. Con esta decisión se evidencian las modalidades concretas: la responsabi-
lidad indirecta, la responsabilidad directa y la falla en el servicio, que acogerá pos-
teriormente la jurisdicción contencioso administrativa. A partir de la expedición de 
la ley 167 de 1941, la institución de la responsabilidad patrimonial del Estado inicia 
su proceso de evolución y consolidación jurídica, y se le reconoce competencia al 
Consejo de Estado para conocer de las acciones reparatorias que se inicien contra 
las instituciones públicas. La jurisprudencia del Consejo de Estado fijó como re-
quisitos constitutivos de la responsabilidad patrimonial del Estado: (i) la existencia 
de un daño antijurídico, (ii) que la acción u omisión desplegada sea imputable a las 
entidades públicas y (iii) que se presente una relación de causalidad material entre el 
daño antijurídico y el órgano estatal. Fue a instancias del constituyente de 1991 que 
acogiendo los criterios jurisprudenciales fijados por la Corte Suprema de Justicia y 
el Consejo de Estado, se encargó de llenar ese vacío normativo respecto del instituto 
resarcitorio por actuaciones de los entes públicos y consagró en el artículo 90 de la 
Carta Política la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños antijurídicos 
que le sean imputables, por la acción o la omisión de las autoridades públicas, res-
ponsabilidad que se proyecta indistintamente en los ámbitos precontractual, contrac-
tual y extracontractual. 
El Estado responde, entre otras, cuando la causa del daño sea: (i) un hecho, 
(ii) una omisión, (iii) una operación administrativa o (iv) la ocupación temporal o 
permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o (v) por cualquiera otra 
causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguien-
do una expresa instrucción de la misma. 







Responsabilidad por el Estado-juez 
La Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia) formuló al-
gunos supuestos frente a los cuales emerge la responsabilidad patrimonial del 
Estado y de sus funcionarios y empleados judiciales, así: 
Artículo 66. Error jurisdiccional. Es aquel cometido por una autoridad investida de 
facultad jurisdiccional, en su carácter de tal, en el curso de un proceso, materializado 
a través de una providencia contraria a la ley. 
Artículo 67. Presupuestos del error jurisdiccional. El error jurisdiccional se sujetará 
a los siguientes presupuestos: 
1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los eventos previstos en 
el artículo 70, excepto en los casos de privación de la libertad del imputado cuando 
ésta se produzca en virtud de una providencia judicial127. 
2. La providencia contentiva de error deberá estar en firme. 
Artículo 68. Privación injusta de la libertad. Quien haya sido privado injustamente de 
la libertad podrá demandar al Estado reparación de perjuicios. 
Artículo 69. Defectuoso funcionamiento de la administración de justicia. Fuera de 
los casos previstos en los artículos 66 y 68 de esta ley, quien haya sufrido un daño 
antijurídico, a consecuencia de la función jurisdiccional tendrá derecho a obtener la 
consiguiente reparación. 
La responsabilidad por error jurisdiccional o judicial, según el Consejo de 
Estado128, se configura cuando dentro del curso de un proceso se profieren pro-
videncias contrarias a derecho; sin embargo, esta misma corporación129 estimó 
que se había admitido la posibilidad de deducir responsabilidad patrimonial 
del Estado porque los daños ocasionados por la actividad judicial debían ser 
127 Colombia. Tribunal Contencioso Administrativo del Cauca. Expediente: 190012331701 200500887 00, 22 de 
marzo de 2013. M. P.: Dr. Pedro Javier Bolaños Andrade. Demandante: Eduardo Restrepo Doria. Demandada: 
Nación-rama judicial. 
128 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. 
Radicación: 25000-23-15-000-2003-02207-01, 15 de octubre de 2015. C. P.: Dr. Danilo Rojas Betancourth. 
Actor: Publio Hernando Zambrano Rodríguez. Demandada: Nación-rama judicial-Fiscalía General de la Nación. 
Expediente: 34548.
129 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. 
Radicación: 08001-23-31-000-1999-02324-01 (22322), 11 de mayo de 2011. C. P.: Dra. Ruth Stella Correa Palacio. 
Actor: Jaime González Arjona. Demandada: Nación-Consejo Superior de la Judicatura. Referencia: Acción de repa-
ración directa (apelación), http://colombiaaldia.co/estados/boletines/boletin_3_2011/documentos/19990232401.pdf 
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soportados por los ciudadanos, en aras de preservar el principio de la cosa juzgada 
y la seguridad jurídica. En estos casos el actuar del juez se regía por el artículo 40 
del Decreto 1400 de 1970130 que consagraba sanciones penales y disciplinarias.
No obstante, como lo documenta el Consejo de Estado131, varió su jurispru-
dencia con la entrada en vigor de la Constitución de 1991: 
(…) De tal manera que, en tratándose específicamente de la responsabilidad de 
naturaleza extracontractual, el Estado tiene la obligación de indemnizar todo daño 
antijurídico que produzca con su actuación, lícita o ilícitamente, voluntaria o invo-
luntariamente, ya sea por hechos, actos, omisiones u operaciones administrativas 
de cualquiera de sus autoridades, o de particulares especialmente autorizados para 
ejercer función pública, pero que la víctima del mismo no está en el deber jurídico 
de soportar, cuya deducción puede ser establecida a través de distintos títulos de 
imputación, tales como la falla del servicio, el daño especial, el riesgo, la ocupación 
temporal o permanente de inmuebles, el error judicial, el indebido funcionamiento de 
la administración de justicia, la privación injusta de la libertad, entre otros.
(…) En el caso bajo estudio, estima la Sala que hay lugar a predicar la responsabili-
dad estatal deprecada, toda vez que la decisión adoptada por la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, cuya validez no se discute ni puede juzgarse en los procesos 
que se adelantan ante esta jurisdicción, sí produjo efectos dañinos en las personas 
de los demandantes, pues resulta apenas evidente que la sindicación de la comisión 
del delito de prevaricato hecha contra los Magistrados de la Sala Civil del Tribunal 
Superior de Ibagué, junto con la medida de aseguramiento de detención preventiva, 
sin duda alguna causó en los funcionarios judiciales una afectación de orden moral, 
130 “Artículo 40. Responsabilidad del juez. Además de las sanciones penales y disciplinarias que establece la ley, 
los magistrados y jueces responderán por los perjuicios que causen a las partes, en los siguientes casos:
1. Cuando procedan con dolo, fraude o abuso de autoridad.
2. Cuando omitan o retarden injustificadamente una providencia o el correspondiente proyecto.
3. Cuando obren con error inexcusable, salvo que hubiere podido evitarse el perjuicio con el empleo de recurso 
que la parte dejó de interponer.
La responsabilidad que este artículo impone se hará efectiva en proceso civil separado, por el trámite que consagra 
el título XXIII. La demanda deberá presentarse a más tardar dentro del año siguiente a la terminación del proceso 
respectivo. La sentencia condenatoria en el caso del numeral 3 no alterará los efectos de las providencias que la 
determinaron.
En caso de absolución del funcionario demandado se impondrá al demandante, además de las costas, una multa 
de un mil a diez mil pesos”. 
131 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 73001-
23-31-000-1994-1445-01, 20 de marzo de 2003. C. P.: Dr. Germán Rodríguez Villamizar. Actores: José Joaquín 
Valencia Díaz y otros. Demandado: Consejo Superior de la Judicatura. Expediente: 11308. 







con mayor razón en el caso presente, por cuanto éstos llevaban ya una larga trayec-
toria en la rama judicial, sin que aparezca demostrado que alguna vez hubieran sido 
siquiera acusados o sancionados disciplinariamente, mucho menos sindicados o con-
denados penalmente, es decir, que se trata de personas honestas, probas, a quienes 
luego del desempeño adecuado de sus cargos por un tiempo extenso, se les causó un 
grave perjuicio no solo con la sindicación de la comisión de un ilícito, sino además 
al suspenderlos del ejercicio de su cargo, medida ésta que permitió, como lo afirman 
los testigos, que algunas personas formularan juicios de desvalor sobre la honestidad 
de tales Magistrados. En tales condiciones, para la Sala en el caso bajo estudio, se en-
cuentra configurado un daño antijurídico imputable a la entidad demandada que, por 
lo tanto, compromete la responsabilidad patrimonial de ésta, en tanto debe indemni-
zar los perjuicios causados a los demandantes. Atendiendo el criterio consagrado en 
el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, de acuerdo con el cual la indemnización debe ser 
integral (…). En tales condiciones, en el caso bajo estudio resulta procedente la con-
dena al pago del daño a la vida de relación, pues en las demandas se hace referencia a 
los cambios de comportamiento asumidos por los en ese entonces Magistrados de la 
Sala Civil del Tribunal Superior de Ibagué, así como a la alteración de las condicio-
nes de vida de sus familias, lo que se encuentra acreditado con los testimonios antes 
citados, los cuales refieren, según se vio, la afectación de las condiciones normales 
de vida de los actores. 
El Consejo de Estado132 también clarifica las diferencias entre la responsabi-
lidad personal del funcionario —juez— por el error judicial y la responsabilidad 
del Estado —Estado-juez— por el error judicial: 
La cláusula general de responsabilidad consagrada en el artículo 90 de la Carta, im-
pone una necesaria diferenciación de los presupuestos de la responsabilidad patrimo-
nial del Estado que encuentra origen en el daño antijurídico imputable a cualquier 
autoridad pública, incluido el poder jurisdiccional; y, los presupuestos de la respon-
sabilidad personal del agente judicial, cuyos fundamentos difieren sustancialmente; 
análisis éste que, se impone, para no limitar el sentido lógico y el campo de aplica-
ción de una y otra responsabilidad. Cuando de la responsabilidad directa del Estado 
por el error judicial se trata, el punto de partida para el análisis de aquella, lo es el 
daño causado al usuario del servicio jurisdiccional, imputable al Estado por acción 
u omisión, perjuicio causado en ejercicio del poder judicial y en cumplimiento de la 
función pública de administrar justicia, circunstancia esta que, traslada el debate del 
132 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 14399, 28 
de enero de 1999. C. P.: Dr. Daniel Suárez Hernández. Actor: Félix Fabián Fragoso Fonseca. Demandada: Nación-
Dirección Nacional de Administración Judicial. 
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aspecto subjetivo a la fuente originaria de la responsabilidad, esto es, al daño anti-
jurídico. Se concluye que, una es la responsabilidad directa del Estado por el error 
judicial y otra, diferente en sus fundamentos y manera de operar, la responsabilidad 
personal del funcionario; ambas con disciplina y régimen jurídico de distinto alcance 
y contenido, pero con algo en común, que lo es, la existencia del error judicial, ele-
mento este que, cumple funciones diferentes en uno y otro tipo de responsabilidad. 
En últimas, la determinación adecuada del alcance de uno y otro régimen de respon-
sabilidad, debe lograrse bajo la óptica del artículo 90 de la Constitución, sin pasar por 
alto que, en el fondo de la cuestión planteada se encuentra el valor democrático de 
la responsabilidad, enfrentado, a la necesaria garantía de la independencia del juez.
(…)
Según los artículos 65, 66 y 71 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 
90 de la Constitución Política que desarrollan el régimen de la responsabilidad por 
el error jurisdiccional, al rompe se observa que, la disciplina, en lo que a la configu-
ración del error corresponde, es bien diferente en sus alcances y contenido y, por lo 
mismo, debe precisarse en esta ocasión que, la forma como se comete el error y, sus 
eventuales justificaciones, son aspectos que resultan trascendentes y cumplen una 
función, únicamente en tratándose de la responsabilidad personal del funcionario, 
eventos en los cuales, en aras de la autonomía e independencia del agente judicial y 
de la naturaleza intrínseca de la función jurisdiccional, se justifica la estatuición legal 
de límites de carácter material.
Por el contrario, frente a una reclamación por el daño antijurídico que encuentre su 
causa en la acción u omisión de un agente judicial —responsabilidad del Estado-
Juez—, el error debe analizarse, desde una perspectiva objetiva, toda vez que se trata 
de un desarrollo de la cláusula general de responsabilidad contenida en el artículo 90, 
campo éste en el cual, se prescinde del juicio de disvalor de la conducta, para centrar 
la atención, en el daño antijurídico padecido por la víctima; a lo cual debe agre-
garse que, el desarrollo legal contenido en el artículo 66 de la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia de la noción de error judicial, también excluyó la conside-
ración del aspecto subjetivo, como que tal error, es el que se materializa en una provi-
dencia contraria a la Ley, sin más exigencias. Es por esta razón que, las orientaciones 
jurisprudenciales y doctrinarias que apuntan a la configuración y caracterización del 
denominado error inexcusable o culposo, de la vía de hecho, de la providencia arbi-
traria y desprovista de toda juridicidad, y otras expresiones habituales de la noción de 
culpa grave cometida por el agente jurisdiccional, únicamente son de recibo y apli-
cación tratándose de la responsabilidad personal del funcionario, campo en el cual, 
se debe advertir que el error puede ocurrir, tanto en la actividad de la constatación 
y valoración probatoria, como en la interpretativa, esto es, puede el error de hecho 







y de derecho, dar lugar a la responsabilidad personal del funcionario, cuando quiera 
que, la providencia parezca manifiestamente contraria a los hechos acreditados en la 
instancia, o dicho en otros términos, no puede el funcionario escudarse en su autono-
mía e independencia, para fundamentar de cualquier manera y contra la objetividad 
que muestran los hechos, una determinada resolución jurisdiccional, como que pese 
a la singularidad de la actividad interpretativa, la fundamentación de las decisiones 
debe edificarse dentro de presupuestos objetivos y bajo criterios razonables que no 
contradigan elementales principios que informan la actividad de interpretación de los 
hechos y el derecho a los cuales están sujetos todos los operadores jurídicos. Esta, por 
lo demás, la orientación doctrinaria, en materia del denominado error de concepto, 
doctrina o interpretación, que se reitera, adquiere relevancia y utilidad práctica, en 
tratándose de la responsabilidad personal del funcionario. A contrario sensu, existe 
responsabilidad personal del funcionario, cuando desatiende una norma de sentido 
claro, o pretermite la consideración de una prueba, o supone la misma, sin justifica-
ción atendible, con lo cual se quiere significar que, aún dentro del campo de la res-
ponsabilidad personal del funcionario, éste compromete su propia responsabilidad, 
cuando desatiende las directrices generales y las exigencias que deben presidir la 
labor de la administración de justicia en lo tocante a la función específicamente juris-
diccional, tanto en su proyección frente a los hechos de la instancia, como frente al 
derecho que ha de aplicarse al caso concreto, de cara a la víctima y desde la perspec-
tiva del artículo 90, concebido con los alcances y sentido arriba expuestos, basta el 
acreditamiento del daño antijurídico, a la vez que la relación de causalidad, entre éste 
y el error contenido en la providencia, error que se configura en todos aquellos even-
tos en que la providencia sea contraria al ordenamiento jurídico tal cual lo establece 
el artículo 66 de la Ley 270 de 1996, bastando para ello un cotejo objetivo entre el 
contenido de aquella y los preceptos normativos, sin que sean admisibles argumentos 
o razones que vengan edificados sobre la justificación, excusabilidad o diligencia del 
funcionario judicial o que impliquen la consideración del comportamiento de aquél 
en el proferimiento de la decisión, razones que solamente son de recibo, para excusar 
o exonerar la eventual responsabilidad personal del funcionario, no así, la patrimo-
nial del Estado. 
En 2015 la posición del Consejo de Estado133 sobre la responsabilidad 
del Estado por error judicial antes de la entrada en vigencia de la Ley 270 de 
1996 comportó los siguientes requisitos: (i) que el error esté contenido en una 
133 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección C. 
Radicado: 760012331000199703251 01 (20.507), 23 de enero de 2015. C. P.: Dr. Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa. Actores: Joseph Mora van Wichen y otros. Demandados: Nación-Ministerio de Defensa y otros. Asunto: 
Acción de reparación directa (sentencia). 
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providencia judicial en firme; (ii) que se incurra en error fáctico o normativo; 
(iii) que se cause un daño cierto y antijurídico, y (iv) que el error incida en la deci-
sión judicial en firme —aunque no es aplicable en los casos de fallos de magistra-
dos de las altas cortes, según la Corte Constitucional134—. Esta es la exposición: 
Consideró la Sala además, que el error que podía dar lugar a la responsabilidad pa-
trimonial del Estado no se reduce a la “vía de hecho”, ni se identifica con las lla-
madas por la Corte Constitucional “causales de procedibilidad”: esto es, un defecto 
sustantivo, orgánico o procedimental, un defecto fáctico, un error inducido, una de-
cisión sin motivación, un desconocimiento del precedente o una violación directa 
de la Constitución, porque el error judicial que da lugar a la reparación es toda 
disconformidad de la decisión del juez con el marco normativo que regula el tema 
de la decisión, incluida la valoración probatoria que corresponda realizar. Además, 
que el error judicial debe estar contenido en una providencia judicial que de manera 
normal o anormal ponga fin al proceso, pero dicha providencia no debe ser analiza-
da en forma aislada, sino en relación con los demás actos procesales.
La Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, reguló la respon-
sabilidad del Estado y de sus funcionarios y empleados judiciales, en estos términos: 
“el Estado deberá responder patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean 
imputables, causados por la acción o la omisión de sus agentes judiciales. En los 
términos del inciso anterior el Estado responderá por el defectuoso funcionamiento 
de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la privación injusta 
de la libertad” (artículo 65).
El error jurisdiccional fue definido en el artículo 66 de la Ley 270 de 1996 como 
“aquel cometido por una autoridad investida de facultad jurisdiccional, en su carácter 
de tal, en el curso de un proceso, materializado a través de una providencia contraria 
a la ley”.
Al declarar la exequibilidad de este artículo, la Corte Constitucional precisó que: 
(i) dicho error se materializa únicamente a través de una providencia judicial; (ii) 
debe enmarcarse dentro de los mismos presupuestos que la jurisprudencia ha definido 
como una “vía de hecho”, y (iii) no es posible reclamar por la actuación de las altas 
corporaciones de la Rama Judicial, porque ello comprometería en forma grave la se-
guridad jurídica. En tal sentido condicionó la decisión de exequibilidad de la norma.
Por su parte, el artículo 67 de la misma ley dispone que para la procedencia de la 
reparación derivada del error jurisdiccional, es preciso que: (i) el afectado hubiere 
134 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-037 de 1996, 5 de febrero. M. P.: Dr. Vladimiro Naranjo Mesa. 
Referencia: P.E.-008.







interpuesto los recursos de ley, excepto en los casos de privación de la libertad del 
imputado cuando esta se produzca en virtud de una providencia judicial y (ii) que la 
providencia contentiva de error esté en firme.
Al resolver sobre la responsabilidad patrimonial del Estado por el error judicial, esta 
Corporación se ha planteado el problema de fondo que supone el concepto de error 
y la pretensión de corrección, con el hallazgo de la única respuesta correcta y ha 
concluido que esta no es más que una aspiración y que, por lo tanto, pueden resultar 
igualmente válidas varias respuestas, incluso contradictorias, cuando todas ellas es-
tán justificadas, son coherentes, razonables y jurídicamente atendibles, pero si alguna 
de ellas no goza de esos atributos la misma será errónea. Ha dicho la jurisprudencia:
“...la responsabilidad directa por el hecho de los jueces debe partir del reconocimien-
to de los límites del razonamiento jurídico y, en consecuencia, de que no frente a 
todos los problemas jurídicos será posible identificar una única respuesta o solución 
correcta. De hecho, el denominado ‘principio de unidad de respuesta correcta o de 
unidad de solución justa’ de los enunciados jurídicos es, apenas, una aspiración de 
los mismos, la cual podrá, en veces, ser alcanzada, mientras que, en otras ocasiones, 
no acontecerá así. De ello se desprende que, ante un mismo caso, es jurídicamente 
posible la existencia de varias soluciones razonables —en cuanto correctamente jus-
tificadas— pero diferentes, incluso excluyentes o contradictorias. Tal consideración 
limita el ámbito dentro del cual puede estimarse que la decisión de un juez incurre 
en el multicitado error jurisdiccional, toda vez que la configuración de este ha de 
tener en cuenta que en relación con un mismo punto de hecho, pueden darse varias 
interpretaciones o soluciones de Derecho, todas jurídicamente admisibles en cuanto 
correctamente justificadas. Entonces, solo las decisiones carentes de este último ele-
mento —una justificación o argumentación jurídicamente atendible— pueden consi-
derarse incursas en error judicial”.
(...)
“Por tanto, solo las decisiones judiciales que —sin necesidad de que constituyan una 
vía de hecho, que determinaría la procedencia de la acción de tutela contra providen-
cias judiciales— resulten contrarias a Derecho por carecer de una justificación co-
herente, razonable, jurídicamente atendible, que las provea de aceptabilidad, pueden 
ser válidamente catalogadas como incursas en error jurisdiccional...” (énfasis fuera 
de texto). 
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Por su parte, la responsabilidad que surge por defectuoso funcionamiento de: 
la administración de justicia135: (i) se predica de actuaciones u omisiones, dife-
rentes a providencias judiciales, necesarias para adelantar un proceso; (ii) puede 
provenir de funcionarios judiciales y particulares que ejerzan facultades jurisdic-
cionales; (iii) debe existir un funcionamiento defectuoso o anormal, partiendo de 
la comparación de lo que debería ser un ejercicio adecuado de la función judicial; 
y (iv) se manifiesta de tres formas: la administración de justicia ha funcionado 
mal, no ha funcionado o funcionó tardíamente; y debe ser por ende, resuelta como 
“falla del servicio” 136.
Según la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado137 la privación 
injusta de la libertad como causal de reparación directa en el derecho administra-
tivo, se valora de acuerdo con si es: 
1. Legal y justa (una captura declarada legal, conduce a la imposición de 
medida de aseguramiento privativa de la libertad y luego sobreviene la 
condena). No genera responsabilidad estatal. 
2. Ilegal (porque la captura no cumplió con los requisitos legales y da ori-
gen a responsabilidad por funcionamiento defectuoso de los órganos es-
tatales, como la Policía o el CTI. Esta situación genera responsabilidad 
estatal por falla del servicio). 
3. Injusta (la Fiscalía no demuestra plenamente la responsabilidad penal del 
privado de la libertad). Se ocasiona un daño antijurídico para quien la 
padece debido a que se configura uno de los títulos de imputación de res-
ponsabilidad estatal a título de falla del servicio o daño especial. 
4. Legal e injusta (la medida de aseguramiento cumple los requisitos legales 
pero el imputado, acusado o condenado, resulta absuelto).
135 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 12 de 
febrero de 2014. C. P.: Dra. Olga Valle de De la Hoz. Expediente: 28857.
136 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. 
Radicación: 25000-23-15-000-2003-02207-01, 15 de octubre de 2015. C. P.: Dr. Danilo Rojas Betancourth. 
Actor: Publio Hernando Zambrano Rodríguez. Demandada: Nación-rama judicial-Fiscalía General de la Nación. 
Expediente: 34548.
137 Colombia. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Privación injusta de la libertad: entre el derecho 
penal y el derecho administrativo (Bogotá: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2013), 64, https://
www.defensajuridica.gov.co/gestion/publicaciones-andje/Documents/privacion_injusta_libertad.pdf







Además, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado138 que ha 
trazado líneas jurisprudenciales seguidas por el Consejo de Estado y la Corte 
Constitucional, ante la aplicación del artículo 90 de la Constitución Política de-
terminó que mientras el derecho contencioso funda la noción de justicia en la 
privación de la libertad en los artículos 65 a 67 de la Ley 270 de 1996, a partir 
del resultado final del proceso penal, este —proceso— analiza el debido proce-
so y el desarrollo de las actuaciones procesa les hasta el momento de tomar la 
decisión sobre la definición de la situación jurídica del sometido al proceso. En 
dicho análisis se estipula que con la Ley 600 de 2000 no procedía la detención 
con prueba indicativa de cualquier causal de ausencia de responsabilidad. Por lo 
tanto, solo era posible decretar la detención preventiva cuando se tenían “por lo 
menos dos indicios graves de responsabilidad con base en las pruebas legalmente 
producidas dentro del proceso”. Con la Ley 906 de 2004 la medida de asegura-
miento con restricción de la libertad se reputa legal cuando además de cumplir 
con los fines constitucionales se hace necesaria para conjurar “riesgos de fuga, 
obstrucción o reiteración delictiva para efectos de la protección de la comunidad 
y de las víctimas”. 
Con la expedición de la Ley 270 de 1996, la jurisprudencia del Consejo de 
Estado139 para privación injusta de la libertad adopta la falla del servicio o res-
ponsabilidad subjetiva por actuaciones irregulares frente al derecho a la libertad 
como consecuencia del error y la arbitrariedad, a las que denominó “situacio-
nes injurídicas (sic) y ostensiblemente contrarias a la ley”140. Para Dueñas141 y 
Orejuela142, citados por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, este 
138 Ibid.
139 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia 9734 de 
30 de junio de 1994. C. P.: Dr. Daniel Suárez Hernández. Actor: Nerio José Martínez Ditta. Demandada: Nación-
Ministerio de Defensa-Policía Nacional. 
140 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 7058, 1 de 
octubre de 1992. C. P.: Dr. Daniel Suárez Hernández. Actores: Carmen Aminta Escobar Mejía y otros. 
141 Ramiro Ignacio Dueñas, “Responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad” en Privación injusta 
de la libertad: entre el derecho penal y el derecho administrativo, editado por Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado (Bogotá: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2013), 83, https://www.defensajuridica.gov.
co/gestion/publicaciones-andje/Documents/privacion_injusta_libertad.pdf 
142 Ervin Marino Orejuela Pérez, “Responsabilidad civil extracontractual del Estado por la privación legal e injusta 
de la libertad”. Justicia Juris 6, n.° 12 (2009): 79-91. 
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primer enfoque de responsabilidad subjetiva a título de falla del servicio seguía 
los preceptos jurisprudenciales anteriores a la Constitución de 1991. 
El artículo 414 del Decreto 2700 de 1991 funda un régimen de imputación 
objetiva, que fija una responsabilidad del Estado por privación de la libertad para 
aquellas personas que resultaran exoneradas por sentencia absolutoria o su equi-
valente, bien porque no cometieron el hecho, porque el hecho no existió o porque 
no constituía delito, bien porque fueron absueltas; incluso el Consejo de Estado 
extendió los supuestos de la norma para incluir la absolución por in dubio pro reo. 
El Consejo de Estado143 expone el régimen de imputación objetiva desde la 
Constitución Política con la noción de daño antijurídico, entendido este como 
aquel que la víctima no debe soportar, independientemente de si el proceder (por 
acción u omisión) del agente estatal es lícito o no. 
Es claro que el Consejo de Estado144 desarrolla el régimen objetivo con sen-
tencia absolutoria cuando (i) el hecho delictivo no existió, (ii) el encartado no lo 
co metió y/o (iii) la conducta no es típica (artículo 414, Decreto 2700 de 1991). 
Para este efecto dicha corporación145 ratificó que:
En cuanto a esto, cabe precisar que la tendencia de la responsabilidad del Estado en 
la actualidad está marcada por la imputación objetiva (…). Así el artículo 68 de la ley 
270 no consagra más supuestos, aquellos no contemplados son aplicables cuando se 
produce un daño antijurí dico, como en el evento en el que el ciudadano se ve some-
tido a una medida de aseguramien to consistente en la detención preventiva en virtud 
de la cual se priva de su derecho a la libertad, que posteriormente es revocada al con-
cluirse que los elementos fácticos por los que fue investigado no permiten encontrar 
que constituyeron un delito alguno, supuesto que ya estaba previsto en el artículo 
414 del decreto ley 2700 de 1991, pues el fundamento se radica en que la actuación 
judicial por medio de la cual se impuso la medida de aseguramiento compromete la 
responsabilidad de la adminis tración de justicia, específicamente por haber causado 
143 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 6 de 
marzo de 2008. Radicación: 73001-23-31-000-1997-05503-01. C. P.: Dra. Ruth Stella Correa Palacio. Actor: Álvaro 
Delgado Cruz. Demandada: Nación-Consejo Superior de la Judicatura-Fiscalía General de la Nación. Expediente: 
16075.
144 Colombia. Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia 17001-23-31-000-1998-00937-01, 12 de mayo de 
2011. Actores: José Javier Arboleda Arteaga y otros. Demandados: Nación-rama judicial y otro. 
145 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de 13 de 
abril de 2011. C. P.: Dr. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Expediente: 26679. 







un daño antijurídico consistente en la privación injusta de la libertad, lo que debe ser 
objeto de reparación en cabeza de la autoridad que produjo la misma (sic). 
Por tal razón, acorde con la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado146 no es regla absoluta que la res ponsabilidad de la administración de jus-
ticia por privación de la libertad se produzca por ser contraria a de recho, porque 
existirán casos donde de conformidad con la legalidad se deba indagar si el daño 
antijurídico se configura por la inexistencia del hecho punible o por in dubio 
pro reo.
En lo tocante a privación injusta de la libertad para saber si hay compatibili-
dad entre la jurisprudencia del Consejo de Estado y la de la Corte Constitucional, 
la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado147 parte del análisis del dere-
cho fundamental a la libertad, limitado por la propia Constitución en favor de la 
persecución delictiva con base en que toda detención preventiva tiene un “régi-
men de excepcionalidad” y un “carácter no anticipatorio de pena”. 
La Corte Constitucional148 expresó que la detención preventiva no tiene na-
turaleza sancionatoria, que con su carácter legal y judicial faculta al Estado para 
ejercer la restricción de la libertad provisional como parte del proceso penal. De 
allí que el artículo 28 superior permita dicha limitación de la libertad. Esta teoría 
de la Corte exhibe una permisividad de las personas que justifican las medidas 
de aseguramiento desde el orden constitucional. Esta posición que se catalogó 
como tolerancia pasiva149 respecto a la medida de aseguramiento, la reitera la 
Corte Constitucional150 en diferentes sentencias: “la detención preventiva (…) 
tiene estrictas limitaciones temporales y puede operar una vez se ejercite una 
captura, sin que para esta medie orden judicial, debido a la urgencia de los hechos 
y por fuera del proceso penal en sentido estricto, tal como acontece en los casos 
146 Colombia. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Privación injusta de la libertad: entre el derecho 
penal y el derecho administrativo (Bogotá: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2013), https://www.
defensajuridica.gov.co/gestion/publicaciones-andje/Documents/privacion_injusta_libertad.pdf
147 Ibid.
148 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-106 de 1994, 10 de marzo. Actor: Alcides Arrieta Mesa. M. P.: Dr. 
José Gregorio Hernández Galindo. Expediente: D-391.
149 Colombia. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Privación injusta de la libertad: entre el derecho 
penal y el derecho administrativo (Bogotá: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2013), https://www.
defensajuridica.gov.co/gestion/publicaciones-andje/Documents/privacion_injusta_libertad.pdf 
150 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-689 de 1996, 5 de diciembre. M. P.: Dr. José Gregorio Hernández 
Galindo. Expediente: D-1374.
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de flagrancia”151, “en aras de la persecución del delito confiadas a la autoridad”152, 
ya que garantiza “el juzgamiento y penalización de las conductas tipificadas en la 
ley, entre otras cosas para asegurar la comparecencia del acusado al proceso” y, 
además “persigue impedirle al imputado la fuga, la continuación de su actividad 
delictual o las labores que emprenda para ocultar, destruir, deformar o desvirtuar 
elementos probatorios importantes para la instrucción”153; “la detención preven-
tiva (…) no quebranta en sí misma la presunción de inocencia, dado su carácter 
precario que no permite confundirla con la pena (…)”, “la persona detenida sigue 
gozando de la presunción de inocencia pero permanece a disposición de la admi-
nistración de justicia en cuanto existen razones, previamente contempladas por la 
ley, para mantenerla privada de su libertad mientras se adelanta el proceso (...)”. 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional154 es constante en la aplicación 
excepcional de la medida de aseguramiento, el principio de necesidad y los fines 
constitucionales que ella persigue: 
El propósito que orienta la adopción de este tipo de medidas es de carácter preven-
tivo y no sancionatorio. Por ello, no son el resultado de sentencia condenatoria ni 
requieren de juicio previo; buscan responder a los intereses de la investigación y de 
la justicia al procurar la comparecencia del acusado al proceso y la efectividad de la 
eventual sanción que llegare a imponerse. La detención persigue impedirle al impu-
tado la fuga, la continuación de su actividad delictual o las labores que emprenda 
para ocultar, destruir, deformar o desvirtuar elementos probatorios importantes para 
la instrucción (…). 
El freno real a la imposición de medida de detención preventiva está —según 
la Corte Constitucional— en la interpretación restrictiva de “necesariedad, ade-
cuación típica, proporcionalidad y razonabilidad” sobre la aplicación de la misma 
en presencia de los postulados del artículo 295 del Código de Procedimiento 
Penal, que resuelven:
151 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-024 de 1994, 27 de enero. M. P.: Dr. Alejandro Martínez Caballero. 
Expediente: D-350. 
152 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-327 de 1997, 10 julio. M. P.: Dr. Fabio Morón Díaz. Expediente: 
D-1527.
153 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-395 de 1994. Acta 50, 8 de septiembre. M. P.: Dr. Carlos Gaviria 
Díaz. Expediente: D-538.
154 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-774 de 2001, 25 de julio. M. P.: Dr. Rodrigo Escobar Gil. 
Expediente: D- 3271. 







Artículo 295. Afirmación de la libertad. Las disposiciones de este código que auto-
rizan preventivamente la privación o restricción de la libertad del imputado tienen 
carácter excepcional; solo podrán ser interpretadas restrictivamente y su aplicación 
debe ser necesaria, adecuada, proporcional y razonable frente a los contenidos cons-
titucionales (énfasis fuera de texto). 
Sin embargo, la práctica judicial hace que los límites a la detención preventi-
va se vean vulnerados al realizar juicios de proporcionalidad que abren la puerta 
del juicio individual del operador jurídico, el cual descarta su carácter excepcio-
nal que al ser relacionado con la sentencia de preclusión o en condenas de perso-
nas inocentes configura responsabilidad estatal. 
En este orden, y desde el enfoque constitucional, la indebida interpretación de 
los principios de necesidad, adecuación típica, proporcionalidad y razonabilidad 
de la medida frente a la libertad, como regla general, y su restricción como regla 
excepcional, es la que facilita establecer el hecho generador de la reparación di-
recta por privación injusta de la libertad. 
Por su parte, la línea del Consejo de Estado —según la Agencia Nacional 
de Defensa Jurídica del Estado— reconoce todas las nociones de la Corte 
Constitucional en lo relativo a que la medida de detención preventiva, se justifica 
únicamente de cara a los fines constitucionales que persigue y así, “los análisis de 
necesidad, proporcionalidad e idoneidad serían inexcusables en cualquier even-
to en el que la Fiscalía pretenda privar a alguien de la libertad para soportar el 
proceso penal”. Llega a la conclusión de la existencia de una disparidad entre las 
dos altas cortes acerca de la presunción de inocencia y el derecho a la libertad. Se 
suma a lo anterior, la afirmación que indica que el Consejo de Estado se funda-
mentó en un régimen de responsabilidad objetiva cuya presunción de inocencia 
tiene carácter absoluto, mientras que la Corte Constitucional no ha resuelto esa 
antinomia aplicada en la diferencia que debe haber entre la privación preventiva 
y las penas de prisión. 
Para la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado155 la línea jurispru-
dencial del Consejo de Estado y su preferencia por un régimen de responsabilidad 
estatal objetivo son coherentes con el tratamiento de responsabilidad objetiva 
155 Colombia. Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Privación injusta de la libertad: entre el derecho 
penal y el derecho administrativo (Bogotá: Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, 2013), https://www.
defensajuridica.gov.co/gestion/publicaciones-andje/Documents/privacion_injusta_libertad.pdf 
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ampliada en cuanto a la interpretación restrictiva de la Corte Constitucional. 
El Consejo de Estado ensanchó el marco de responsabilidad a situaciones tales 
como, prescripción, in dubio pro reo o demostración de causales de exclusión 
de la responsabilidad penal o errónea valoración de las pruebas al imponer una 
detención preventiva, mostrando que la formulación usada para definir la noción 
de privación injusta, se decide desde el resultado del proceso y no cuando se 
impone la medida cautelar; convalidando con ello, la tendencia de los tribunales 
constitucionales y los tribunales internacionales de mantener la prevalencia del 
principio de presunción de inocencia y del debido proceso sobre la defensa social. 
Advierten Ortega-Ruiz y Calvete Merchán156 que el in dubio pro reo es apli-
cable de una manera diferente cuando el juez penal es colegiado, en tanto que la 
certeza de la responsabilidad penal del procesado no se hace manifiesta en el voto 
de los miembros de la corporación sino en la decisión misma, adoptada en la sen-
tencia. Por ello, hacen un análisis sobre la certeza en la responsabilidad del pro-
cesado cuando en la decisión concurren votos por la condena y por la absolución. 
La hipótesis jurisprudencial del Consejo de Estado de que no es la detención 
preventiva como medida cautelar la que presenta problemas, sino el funciona-
miento laxo de las investigaciones penales que la usan como pena anticipada, le 
posibilitó a la Agencia plantear la urgencia de redefinir las pautas de la política 
criminal usadas en la persecución penal; además de los motivos precedentes, para 
que se acoja la nueva filosofía acusatoria de un “proceso penal como proceso de 
partes”, en el cual la duda —decisión más allá de toda duda razonable— como 
variable de la decisión —al no poderse controlar por parte del fiscal—, se deje a 
la habilidad de la defensa para desvirtuar las acusaciones. 
Como solución sugiere la promoción de una interacción institucional que ar-
monice los instrumentos garantistas y las fallas en la práctica judicial, entre las 
que se destacan: ausencia de racionalidad probatoria en los indicios, inferencias 
de autoría y falta de proporcionalidad por parte de jueces y fiscales en la aplica-
ción de la medida. Una política transversal como propuesta para comprender los 
156 Luis Germán Ortega-Ruiz y Ricardo Calvete Merchán, “El principio del in dubio pro reo en las sentencias proferidas 











conceptos que se enmarcan en la privación injusta de la libertad lleva a considerar 
las siguientes nociones: 
Suficiencia de prueba para soportar la medida de aseguramiento: las sentencias ana-
lizadas muestran que la evaluación proba toria de “indicios” suficientes se divorcian 
en lo que piensa el Consejo de Estado y la práctica de operadores judiciales. La nueva 
categoría de “inferencia” razonable tendría el mismo problema hacia futuro.
Atipicidad, participación y flagrancia: en el panorama penal estos conceptos no son 
nuevos, pero lo que sí resulta novedoso para un operador judicial del área penal es 
que el Consejo de Estado define estos con ceptos con criterios que no son los tradicio-
nales del derecho penal, sino que vinculan dos extremos, es decir, el resultado de un 
juicio penal y la “labor diligente o eficiente de los fiscales en la investigación a efecto 
de que no se genere un resultado absoluto rio”. Si este es el problema recalcamos que 
el fiscal debe tener claridad sobre lo que significa investigar objetivamente dejando 
atrás prácticas que pueden ser lesivas del patrimonio y los derechos de los ciuda-
danos. Así, por ejemplo, debería hacerse énfasis en que el método de investigación 
penal requiere de evidencias sólidas para imputar con un pronóstico muy claro de 
condena. No se puede detener para inves tigar y, por el contrario, una investigación 
sólida fundamenta claramente una deten ción. En igual medida esto implica que las 
apreciaciones subjetivas con las cuales se impone la medida y se fundamentan los 
requerimientos de necesidad, alteración y reiteración no pueden partir de la posición 
subjetiva del fiscal, sino que deben valorar el comportamiento procesal del imputado.
In dubio pro reo y duda razonable: como estándar de decisión novedoso resulta de la 
mayor importancia aclarar para efec tos administrativos las nociones de duda razona-
ble, teniendo en cuenta que este aspecto involucra la labor del fiscal en la demostra-
ción de sus hipótesis delictivas que trascienden lo que hasta ahora se ha comprendido 
en la jurisprudencia como in dubio pro reo.
Jurisprudencia internacional sobre deten ción preventiva. Como punto de alerta so-
bre lo que puede venir en el campo inter nacional sería fundamental que fiscales y 
jueces incorporen en su haber intelectual la jurisprudencia internacional sobre de-
tención preventiva, a efecto de prevenir futuras demandas internacionales. La Es-
cuela Judicial Lara Bonilla y la Escuela de la Fiscalía General de la Nación deberían 
estar atentas a este problema. Es claro a este respecto que el Consejo de Estado está 
marcando sus criterios de orientación a la jurisprudencia internacional de derechos 
humanos, en la cual existen conceptos incompatibles con la legislación interna. Por 
lo tanto, el artículo 3 del CPP, que le da prevalencia a los tratados de derechos hu-
manos por el bloque de constitucionalidad y que resultan incumplidos en la práctica 
judicial cotidiana, es un caldo de cultivo para futuras demandas internacionales. 
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En lo que atañe a la caducidad, el Consejo de Estado declaró probada la ex-
cepción de caducidad de la acción de reparación interpuesta contra la Policía 
Nacional, por el asesinato de una niña dentro de una estación de policía, la Corte 
Constitucional157 unificó la jurisprudencia constitucional sobre la caducidad de la 
reparación directa: 
Jurisprudencia constitucional sobre la caducidad de la acción de reparación directa.
Previamente a la constitucionalización del deber de reparar del Estado en el artículo 
90 de la Carta Política de 1991, el Decreto 01 de 1984 reguló la acción de reparación 
directa como el mecanismo para obtener la indemnización de los daños antijurídicos 
derivados de las acciones u omisiones de las autoridades públicas. Esta normativa 
consagra un término en el cual debe ejercerse esta acción en el artículo 136, numeral 
8, conforme al cual: “La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de 
dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión 
u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del in-
mueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa” 
(énfasis fuera de texto). 
Dicha postura coincide con la desarrollada para la caducidad en el artículo 
164 de la Ley 1437 de 2011, al plantear que la demanda de reparación directa 
debe presentarse dentro de los dos años sucesivos a la ocurrencia de la acción 
u omisión causante del daño, o desde cuando el demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo:
Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del 
término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la 
acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener 
conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibi-
lidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia.
Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa 
derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que 
aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adopta-
do en el proceso penal, sin perjuicio de que la demanda con tal pretensión pueda 
intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la 
desaparición. 
157 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia SU-659 de 2015, 22 de octubre. M. P.: Dr. Alberto Rojas Ríos. 
Expediente: T-3.795.843.








La Corte Constitucional en Sentencia C-418 de 1994 manifestó que el estableci-
miento de términos de caducidad en las acciones judiciales, en lugar de coartar 
el acceso a la administración de justicia, lo concretiza y viabiliza por cuanto fijar 
acciones ilimitadas y sin términos de caducidad genera paralización de la admi-
nistración de justicia. 
Así mismo, en Sentencia C-115 de 1998 declaró exequible la caducidad de la 
reparación directa al término de dos años contados a partir de la ocurrencia del 
hecho, al juzgar que no viola el derecho de las víctimas al acceso a la administra-
ción de justicia para buscar la reparación de perjuicios, y tiene fundamento en las 
cargas procesales y las obligaciones impuestas a los ciudadanos sobre el deber 
de colaboración con la justicia, por cuanto el término de caducidad es “el límite 
dentro del cual el ciudadano debe reclamar del Estado determinado derecho; por 
ende, la actitud negligente de quien estuvo legitimado en la causa no puede ser 
objeto de protección, pues es un hecho cierto que quien, dentro de las oportu-
nidades procesales fijadas por la ley ejerce sus derechos, no se verá expuesto a 
perderlos por la ocurrencia del fenómeno indicado”.
La Sentencia T-156 de 2009 resolvió la acción de tutela instaurada por la 
madre de un menor que solicitó, a través de acción de reparación directa, la in-
demnización por una falla médica de una institución prestadora de salud. En esa 
oportunidad el Tribunal Administrativo de Bolívar juzgó caduco el mecanismo 
judicial. Para la Corte en la medida en que existía duda y oscuridad frente a 
elementos constitutivos de la responsabilidad estatal, no era posible empezar a 
contar el término, sino hasta el momento en que se tuviera claridad de todos los 
aspectos. Explicó el organismo: 
(…) la ausencia de esta valoración fue determinante para declarar probada la ex-
cepción de caducidad en la demanda instaurada por la señora Contreras Rodríguez 
contra el ISS. En suma, la sentencia del Tribunal Administrativo de Bolívar de forma 
simultánea presenta un defecto sustantivo y fáctico. La interpretación exegética de la 
norma de caducidad de la acción de reparación directa realizada por el Tribunal no 
es admisible constitucionalmente (énfasis fuera de texto). 
En la Sentencia T-075 de 2014 la Corte determinó que el Tribunal 
Administrativo del Tolima incurrió en un defecto sustantivo porque aplicó el 
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término de caducidad de la acción que se presenta en el numeral 8 del artículo 136 
del Código Contencioso Administrativo, sin acudir a principios constitucionales, 
ignorando la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre caducidad de respon-
sabilidad médico-sanitaria, y sin valorar las pruebas que obran en el expediente, 
que impedían fijar una fecha exacta en la cual se produjo el daño o se conoció; 
además observó que en esa oportunidad no podía atribuirse el desconocimiento 
del daño a la negligencia de los accionantes, sino a las particularidades de la en-
fermedad, por lo que no podía contabilizarse la caducidad desde el diagnóstico 
de esta.
Responsabilidad del Estado por el hecho del legislador
La responsabilidad del Estado por el hecho del legislador implica que todas las 
autoridades de las diferentes ramas del poder pueden suscitar situaciones que 
den origen a responsabilidad contractual o extracontractual del Estado. La razón 
estriba en que las condiciones indispensables son, el daño antijurídico y la impu-
tabilidad de alguna de ellas. El daño antijurídico atiende a la lesión patrimonial 
o extrapatrimonial que no está llamada a ser soportada; sin tener en cuenta su 
causa. Según el Consejo de Estado158: 
“Así, mientras en la responsabilidad fundada en el contrato, serán títulos jurídicos de 
imputación, por ejemplo los mandatos de buena fe, y la igualdad y equilibrio entre 
prestaciones y derechos que caracteriza los contratos conmutativos” (art. 28, ley 80 
de 1993) en la extracontractual lo serán, además, la falla del servicio que es el título 
de imputación más frecuente, cualquiera que sea el sistema que para su prueba se 
adopte; la culpa personal en nexo con el servicio, prevista para citar algunas dis-
posiciones, en el inciso 2° del artículo 90 de la C.N y en el artículo 77 del CCA; la 
igualdad de las personas ante la Ley (art. 13 de la C.N, entre otros); el riesgo excep-
cional establecido, por ejemplo por la Ley 104 de 1993 o en el decreto 444 del mismo 
año; el error judicial y el anormal funcionamiento de la administración de justicia 
(art. 40 del CPC, art. 414 del CPP, etc.), la inconstitucionalidad de la Ley declarada 
judicialmente, y principios de justicia de equidad como éste del no enriquecimiento 
sin causa. 
158 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 8118, 8 de 
mayo de 1995. C. P.: Dr. Juan de Dios Montes Hernández. Actor: Sociedad Constructora Cárdenas y Amaya Ltda. 







Muestra lo anterior que en cualquier clase o régimen de responsabilidad pa-
trimonial del Estado o de las personas jurídicas de derecho público es menester 
que estén presentes estos elementos: la acción o la omisión de la entidad esta-
tal, el daño antijurídico, el nexo de causalidad material y el título jurídico de 
imputación. 
Así entonces, la responsabilidad patrimonial del Estado por los hechos, accio- 
nes u omisiones imputables al legislativo se desarrolla con base en el 
artículo 90 constitucional y frente a las declaratorias de inexequibilidad. La Corte 
Constitucional159 sentó al respecto: 
Tal como lo ha entendido el Consejo de Estado, la disposición constitucional que 
regula la materia —Responsabilidad del Estado POR el hecho del legislador— es-
tablece la obligación de reparar los daños antijurídicos provenientes de cualquier 
autoridad pública. En efecto, como se ha reiterado el precepto simplemente esta-
blece dos requisitos para que opere la responsabilidad patrimonial estatal, a saber, 
que haya un daño antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de 
una autoridad pública, sin hacer distingos en cuanto al causante del daño. De este 
modo la responsabilidad patrimonial del Estado por los hechos, acciones u omisio-
nes imputables al Poder Legislativo está expresamente contemplada en el artículo 
90 constitucional, pues cualquier otra posibilidad sería abiertamente inconstitucional 
desde la perspectiva del Estado Social de Derecho y de los principios y valores que 
rigen nuestro ordenamiento constitucional tales como la solidaridad, la igualdad, la 
justicia material y la supremacía de la Constitución. Principios que cristalizaron en 
el ordenamiento jurídico colombiano y que encontraron una de sus expresiones en la 
disposición constitucional en comento. No sobra advertir que la Constitución estable-
ce expresamente determinados supuestos de obligación reparatoria por la actuación 
del Legislador, tales como la figura de la expropiación, la obligación de indemnizar 
cuando se establece un monopolio o cuando el Estado decide reservarse determina-
das actividades estratégicas o servicios públicos. Lo anterior no significa que la res-
ponsabilidad del Estado legislador se vea circunscrita exclusivamente a los anteriores 
eventos o a los supuestos de declaratoria de inconstitucionalidad de las leyes, pues 
como ya se ha dicho su fundamento estriba en la noción de daño antijurídico, la cual 
como se ha reiterado a lo largo de esta decisión descansa en los principios de solida-
ridad y de igualdad, y no en la idea de la actividad ilícita del Legislador, entendida 
como tal las actuaciones contrarias a la Constitución. 
159 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-038 de 2006, 1 de febrero. M. P.: Dr. Humberto Antonio Sierra 
Porto. Expediente: D-5839.
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Es así, como es reparable no solamente el daño causado por las autoridades 
administrativas, sino también por los actos del legislador, como cambios norma-
tivos u omisiones legislativas. Los principios involucrados por el hecho del legis-
lador son: el principio de igualdad ante las cargas públicas, las anormalidades del 
daño, la especialidad del daño, el principio de falla del servicio y el principio de 
confianza legítima160.
Acción de repetición
La acción de repetición o llamamiento en garantía es una acción obligatoria para 
el Estado, que busca evitar el detrimento patrimonial causado por agentes es-
tatales que, con su actuación dolosa o gravemente culposa generaron condena 
patrimonialmente al Estado debidamente pagada. La Corte Constitucional161 la 
define como: 
Acción de repetición en responsabilidad patrimonial del Estado. Deber de iniciarla 
para obtener reembolso de lo pagado.
Existirían dos procesos: el primero, instaurado por la víctima del daño antijurídico 
contra el Estado; el segundo, luego de la sentencia condenatoria contra éste, incoado 
por el Estado contra el servidor público que actuó con dolo o culpa grave. En tales 
procesos son distintos los sujetos y diferente la posición del Estado, que en el primero 
actúa como demandado y en el segundo como demandante. Son también distintas 
las pretensiones, pues en el primero el actor persigue que se deduzca judicialmente 
una declaración de responsabilidad patrimonial a cargo del Estado, al paso que en el 
segundo lo pretendido es el reembolso de lo que hubiere sido pagado como conse-
cuencia de la sentencia condenatoria del primer proceso, cuando el servidor público 
con su conducta dolosa o gravemente culposa dio lugar a ello. 
El Consejo de Estado162 reguló los aspectos sustanciales y procesales de la 
acción de repetición y del llamamiento en garantía, así como los requisitos para 
160 Óscar Peña Mateus, “Responsabilidad patrimonial del Estado legislador en el derecho colombiano” (tesis de 
doctorado, Universidad Complutense de Madrid, 2013). 
161 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-484 de 2002, 25 de junio. M. P.: Dr. Alfredo Beltrán Sierra. 
Expedientes: D-3824, D-3827, D-3812 y D-3833 acumulados.
162 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 
1100103260002009000700, 24 de febrero de 2016. C. P.: Dr. Hernán Andrade Rincón. Actor: Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística. Demandada: María Eulalia Artete Manrique. Expediente: 36310.







interponerla: (i) la existencia de condena judicial o acuerdo conciliatorio que im-
ponga una obligación a cargo de la entidad estatal correspondiente; (ii) el pago de 
la indemnización por parte de la entidad pública; (iii) la calidad del demandado 
como agente o exfuncionario del Estado demandado; (iv) la culpa grave o el dolo 
en la conducta del demandado; y (v) que esa conducta dolosa o gravemente cul-
posa hubiere sido la causante del daño antijurídico.
Antes de consagrarse en la Constitución Política de 1991, la acción de re-
petición hizo aparición en el título XII del Decreto-Ley 150 de 1976, para repa-
rar los perjuicios causados a contratistas o terceros por acción u omisión de los 
empleados públicos y trabajadores oficiales a título de culpa grave o dolo por la 
celebración, ejecución o inejecución indebidas de los contratos. Así, el contratista 
o lesionado podía demandar a la entidad contratante, funcionario o exfuncionario. 
Ya con el Decreto-Ley 01 de 1984 (Código Contencioso Administrativo) se da la 
posibilidad de repetir judicialmente contra el funcionario que por conducta dolo-
sa o gravemente culposa causara la condena contra el Estado. 
Como lo informa el Consejo de Estado163, fue hasta la entrada en vigencia de 
la Constitución de 1991, que la jurisprudencia implementa el principio de eco-
nomía procesal para vincular mediante la figura de “llamamiento en garantía” a 
los funcionarios que, con su conducta dolosa o gravemente culposa, comprome-
tieron la responsabilidad de la entidad pública y por ello en virtud del artículo 90 
Constitucional debiera el Estado responder. La Ley 80 de 1993 precisó la forma 
de responder de los servidores públicos en los casos de contratación mediante 
la “acción de controversias contractuales”, mientras que la Ley Estatutaria de 
la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996), la Ley 678 de 2001 y la Ley 
1437 de 2011 refieren la acción de repetición contra funcionarios y empleados 
judiciales por cuya conducta dolosa o gravemente culposa se hubiere condenado 
al Estado (véase tabla 3). 
163 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación: 25000-
23-26-000-1998-01148-01, 13 de noviembre de 2008. C. P.: Dr. Enrique Gil Botero. Actor: Bogotá Distrito Capital. 
Demandados: Andrés Pastrana Arango y Rubén Darío Lizarralde. Expediente: 16335.
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Tabla 3. Fundamentos legales de la acción de repetición
Ley 270 de 1996 Ley 678 de 2001 Ley 1437 de 2011
Artículo 72. “Acción 
de repetición. La res-
ponsabilidad de los fun-
cionarios y empleados 
judiciales por cuya con-
ducta dolosa o grave-
mente culposa haya sido 
condenado el Estado, 
será exigida mediante 
la acción civil de repe-
tición de la que este es 
titular, excepto el ejer-
cicio de la acción civil 
respecto de conductas 
que puedan configurar 
hechos punibles.
Dicha acción deberá 
ejercitarse por el repre-
sentante legal de la enti-
dad estatal condenada a 
partir de la fecha en que 
tal entidad haya realiza-
do el pago de la obliga-
ción indemnizatoria a su 
cargo, sin perjuicio de 
las facultades que co-
rresponden al Ministerio 
Público. Lo anterior no 
obsta para que en el pro-
ceso de responsabilidad 
contra la entidad estatal, 
el funcionario o emplea-
do judicial pueda ser lla-
mado en garantía”
Artículo 2o “Acción de repetición. La ac-
ción de repetición es una acción civil de ca-
rácter patrimonial [subrayado exequible]164 
que deberá ejercerse en contra del servidor 
o exservidor público que como consecuen-
cia de su conducta dolosa o gravemente 
culposa haya dado reconocimiento indem-
nizatorio por parte del Estado, proveniente 
de una condena, conciliación u otra forma 
de terminación de un conflicto165. La mis-
ma acción se ejercitará contra el particular 
que investido de una función pública haya 
ocasionado, en forma dolosa o gravemente 
culposa, la reparación patrimonial.
No obstante, en los términos de esta ley, el 
servidor o exservidor público o el particu-
lar investido de funciones públicas podrá 
ser llamado en garantía dentro del proceso 
de responsabilidad contra la entidad públi-
ca, con los mismos fines de la acción de 
repetición166.
Parágrafo 1o Para efectos de repetición, 
el contratista, el interventor, el consultor 
y el asesor se consideran particulares que 
cumplen funciones públicas en todo lo 
concerniente a la celebración, ejecución y 
liquidación de los contratos que celebren 
con las entidades estatales, por lo tanto es-
tarán sujetos a lo contemplado en esta ley 
[exequible167].
Artículo 142. “Repetición. 
Cuando el Estado haya 
debido hacer un reconoci-
miento indemnizatorio con 
ocasión de una condena, 
conciliación u otra forma 
de terminación de conflictos 
que sean consecuencia de 
la conducta dolosa o grave-
mente culposa del servidor 
o exservidor público o del 
particular en ejercicio de 
funciones públicas, la enti-
dad respectiva deberá repetir 
contra estos por lo pagado.
La pretensión de repetición 
también podrá intentarse 
mediante el llamamiento en 
garantía del servidor o ex-
servidor público o del par-
ticular en ejercicio de fun-
ciones públicas, dentro del 
proceso de responsabilidad 
contra la entidad pública.
Cuando se ejerza la preten-
sión autónoma de repetición, 
el certificado del pagador, 
tesorero o servidor público 
que cumpla tales funciones 
en el cual conste que la en-
tidad realizó el pago será 
prueba suficiente para ini-
ciar el proceso con preten-
sión de repetición contra el 
funcionario responsable del 
daño”
164 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-484 de 2002, 25 de junio. M. P.: Dr. Alfredo Beltrán Sierra. 
Expedientes: D-3824, D-3827, D-3812 y D-3833 acumulados.
165 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-338 de 2006, 3 de mayo. M. P.: Dra. Clara Inés Vargas Hernández. 
Letra itálica exequible, por los cargos analizados.
166 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-484 de 2002, 25 de junio. M. P.: Dr. Alfredo Beltrán Sierra. 
Expedientes: D-3824, D-3827, D-3812 y D-3833 acumulados.
167 Ibid.







Ley 270 de 1996 Ley 678 de 2001 Ley 1437 de 2011
[Inciso inexequible168]: Para la recupera-
ción del lucro cesante determinado por las 
contralorías en los fallos que le pongan fin 
a los procesos de responsabilidad fiscal, se 
acudirá al procedimiento establecido en la 
presente ley para el ejercicio de la acción 
de repetición.
Parágrafo 2o Esta acción también deberá 
intentarse cuando el Estado pague las in-
demnizaciones previstas en la Ley 288 de 
1996169, siempre que el reconocimiento 
indemnizatorio haya sido consecuencia la 
conducta del agente responsable haya sido 
dolosa o gravemente culposa.
Parágrafo 3o La acción de repetición tam-
bién se ejercerá en contra de los funcio-
narios de la Rama Judicial y de la Justicia 
Penal Militar, de conformidad con lo dis-
puesto en la presente ley y en las normas 
que sobre la materia se contemplan en la 
Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia.
Parágrafo 4o [Parágrafo condicionalmente 
exequible170] En materia contractual el acto 
de la delegación no exime de responsabi-
lidad legal en materia de acción de repe-
tición al delegante, el cual podrá ser lla-
mado a responder de conformidad con lo 
dispuesto en esta ley, solidariamente junto 
con el delegatario” 
Fuente: elaboración propia.
El dolo y la culpa del agente del Estado en esta acción se enmarcan en los 
artículos 5 y 6 de la Ley 678 de 2001. Es dolosa cuando el agente: (i) obró con 
desviación de poder, (ii) expidió el acto administrativo con vicios en su moti-
vación por inexistencia del supuesto de hecho de la decisión adoptada o de la 
168 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-309 de 2002, 30 de abril. M. P.: Dr. Jaime Córdoba Triviño. Inciso 
declarado inexequible.
169 “Por medio de la cual se establecen instrumentos para la indemnización de perjuicio a las víctimas de viola-
ciones de derechos humanos en virtud de lo dispuesto por determinados órganos internacionales de Derechos 
Humanos”.
170 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-372 de 2002, 15 de mayo. M. P.: Dr. Jaime Córdoba Triviño, “en 
el entendido que sólo puede ser llamado el delegante cuando haya incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio 
de sus funciones”.
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norma que le sirve de fundamento, (iii) expidió el acto administrativo con falsa 
motivación por desviación de la realidad u ocultamiento de los hechos que sirven 
de sustento a la decisión de la administración, (iv) haya sido penal o disciplina-
riamente responsable a título de dolo por los mismos daños que sirvieron de pilar 
para la responsabilidad patrimonial del Estado, y (v) expidió la resolución, el auto 
o sentencia ostensiblemente contraria a derecho en un proceso judicial; y grave-
mente culposa cuando el agente: (i) violó de manera manifiesta e inexcusable 
las normas de derecho, (ii) carece o abusó de competencia para proferir decisión 
anulada, determinada por error inexcusable, (iii) omitió las formas sustanciales 
o de la esencia para la validez de los actos administrativos determinada por error 
inexcusable y (iv) violó el debido proceso en lo referente a detenciones arbitrarias 
y dilación en los términos procesales con detención física o corporal. 
En concordancia con los supuestos anteriores de dolo y culpa grave, el 
Consejo de Estado171 estima que por tratarse de “presunciones legales” (iuris tan-
tum) y no de “derecho” (iuris et de iure), admiten prueba en contrario como lo 
establece el artículo 66 del Código Civil, garantizándose así el debido proceso y 
el derecho de defensa del demandado en repetición. 
La Corte Constitucional172 declara que el parágrafo 4° del artículo 2° de la 
Ley 678 de 2001 se refiere a la no exención de responsabilidad del delegante, 
únicamente en el caso concreto de la responsabilidad civil que dé origen a un re-
conocimiento indemnizatorio por parte del Estado, y a la subsiguiente acción de 
repetición. No obstante, el delegante en contratación pública, puede ser llamado 
a responder de forma solidaria con el delegatario, así entonces, cuando el dele-
gante participa a título de dolo o culpa grave deberá ser vinculado en el proceso 
de acción de repetición o llamamiento en garantía para que responda por lo que 
a él incumba en atención a las circunstancias fácticas de cada situación; mientras 
que la responsabilidad de la que no es exonerado el delegante en el caso del inciso 
171 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección B. 
Radicación: 11001-03-26-000-2007-00074-00, 28 de febrero de 2011. C. P.: Dra. Ruth Stella Correa Palacio. Actor: 
Nación-Departamento Administrativo de Seguridad. Demandado: Jorge Aurelio Noguera Cotes. Expediente: 34816.
172 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-372 de 2002, 15 de mayo. M. P.: Dr. Jaime Córdoba Triviño, “en 
el entendido que sólo puede ser llamado el delegante cuando haya incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio 
de sus funciones”. 







2° del artículo 21 de la Ley 1150 de 2007173, es aquella de cualquier naturaleza 
que le pueda ser imputada en razón de sus deberes de control y vigilancia de la 
actividad precontractual y contractual; ya que el principio de coordinación admi-
nistrativa le da siempre a la autoridad jerárquicamente superior la responsabilidad 
in vigilando, que no es otra cosa que la obligación de orientar, vigilar y controlar 
a sus subalternos. 
En este orden de ideas, el delegante responde por el dolo o culpa grave en la 
práctica de las funciones in vigilando en lo que concierne al ejercicio de la fun-
ción delegada. Esta posición permite señalar la importancia de poner en marcha 
las funciones in vigilando en el acto administrativo de delegación administrativa, 
como mecanismo de defensa del delegante para efectos de contrarrestar la pre-
sunción de culpa grave. 
Controversias contractuales
La acción de controversias contractuales (artículo 141, CPACA) dicta que cual-
quiera de las partes de un contrato estatal puede pedir que se declare su existencia 
o su nulidad, que se ordene su revisión, que se declare su incumplimiento o la 
nulidad de los actos administrativos contractuales, que se condene al responsable 
a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenas. De 
igual modo, faculta a la parte interesada para solicitar la liquidación judicial del 
contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no 
haya liquidado aquel unilateralmente dentro de los dos meses siguientes al venci-
miento del plazo convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del 
término instituido por la ley. 
Por su parte, establece que los actos proferidos antes de la celebración del 
contrato puedan demandarse también por nulidad o por nulidad y restablecimien-
to del derecho. Por último, el citado artículo autoriza al Ministerio Público o a los 
terceros que acrediten interés directo para pedir que se proclame la nulidad ab-
soluta del contrato. El juez administrativo puede declararla de oficio cuando esté 
plenamente demostrada en el proceso, siempre y cuando en él hayan intervenido 
las partes contratantes o sus causahabientes.
173 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-693 de 2008, 9 de julio. M. P.: Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
Expediente: D-7077.
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El Consejo de Estado174 aclara que todos los actos que forman parte del trámi-
te de selección del contratista —en entidades excluidas de la Ley 80 de 1993—, 
el pliego de condiciones, la evaluación de las ofertas, la adjudicación del contrato 
y, en general, los demás actos propios del trámite precontractual, son actos ad-
ministrativos, bien de trámite, bien definitivos, incluso, bien de trámite que se 
tornan definitivos cuando hacen imposible continuar la actuación administrativa.
Esta posición forma parte de la teoría de los actos separables, que según el 
Consejo de Estado175 corresponde a la individualización de los actos adminis-
trativos precontractuales de aquellos que se producen en la etapa contractual y 
poscontractual para efectos de ser demandados por vía de controversias contrac-
tuales, nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho. Tal teoría se soporta en 
que los actos administrativos precontractuales no tienen un carácter bilateral. 
Las entidades excluidas de la Ley 80 de 1993 son aquellas que tienen un ré-
gimen de contratación específico, a saber: (i) servicios públicos domiciliarios 
(el artículo 3 de la Ley 689 de 2001 modificó el artículo 31 de la Ley 142 de 1994), 
(ii) sector eléctrico (Ley 143 de 1994), (iii) empresas sociales del Estado (Ley 100 
de 1993 y artículo 16 del Decreto 1876 de 1994), (iv) telecomunicaciones (Ley 37 
de 1993), (v) Banco de la República (artículo 52, incisos 4 y 5, Ley 31 de 1992), 
(vi) educación superior (artículo 93, Ley 30 de 1992), (vii) Ecopetrol (artículo 6, 
Ley 1118 de 2006), (viii) gastos reservados —véase Ley 1097 de 2006— que se 
realizan para financiar actividades de inteligencia, contrainteligencia, investigación 
criminal y protección de testigos e informantes (artículo 2, Ley 1219 de 2008), (ix) 
Fondo Nacional de Financiamiento para la Ciencia, la Tecnología y la Innovación 
(artículo 23, Ley 1286 de 2009), (x) organismos internacionales (artículo 20, Ley 
1150 de 2007) y (xi) Aeronáutica Civil (artículo 54, Ley 105 de 1993). 
174 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. 
Radicación: 41001-23-31-000-2007-00104-01, 24 de octubre de 2016. C. P.: Dra. Marta Nubia Velásquez Rico. 
Actor: Sociedad Aguas de los Andes S.A. E.S.P. Demandados: Empresas Públicas de Neiva E.I.C.E. E.S.P. y otro. 
Expediente: 45607.
175 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. 
Radicación: 68001-23-33-000-2013-00766-01, 10 de julio de 2017. C. P.: Dr. Ramiro Pazos Guerrero. (Actores): 
Ingeocim Ltda. y Sesac S. A. (Integrantes del Consorcio Inse). Demandado: Invías. 







El Consejo de Estado176 resumió la jurisprudencia contentiva de los presupues-
tos de la acción contra los actos contractuales previos que se transcribe en la tabla 4. 
Tabla 4. Pronunciamientos jurisprudenciales sobre los actos precontractuales
Interpretación del 
termino de caducidad 
para la etapa precon-
tractual y contractual. 
Corte Constitucional, 
Sentencia C-1048 de 
2001
“La Corte estima que la norma ha sido objeto de dos interpretaciones 
diversas, pero que ninguna de ellas responde a la verdadera inten-
ción del legislador: según una la primera, la celebración del contrato 
extingue anticipadamente el término de caducidad y en consecuencia 
impide acudir posteriormente a las acciones de nulidad y de nulidad y 
restablecimiento del derecho para impugnar los actos previos, con lo 
cual quedan desprotegidos los intereses de terceros no contratantes, 
especialmente de quienes participaron en el proceso de licitación; según 
una segunda, tal celebración no extingue dicho plazo, pues la norma 
no lo dice expresamente, por lo cual, a pesar de haberse celebrado el 
contrato, sigue corriendo el término de caducidad; a juicio de la Corte 
las anteriores interpretaciones no consultan la verdadera intención del 
legislador, la cual puede extraerse de la lectura armónica de los incisos 
segundo y tercero de la disposición acusada, interpretación armónica 
que la demanda, las intervenciones y la vista fiscal han omitido hacer. 
En efecto, la segunda interpretación referida es contraria al tenor literal 
de la disposición, pues es clara la intención legislativa de impedir la 
interposición de las acciones no contractuales con posterioridad a la ce-
lebración del contrato. La expresión, ‘(u)na vez celebrado éste, la ilega-
lidad de los actos previos solamente podrá invocarse como fundamento 
de la nulidad absoluta del contrato’, a juicio de la Corte es indicativa 
de la voluntad del legislador de fijar un límite a la separabilidad de los 
actos previos, definiendo que a partir de la firma del contrato tales actos 
se hacen inseparables del mismo.
De su parte, la interpretación del demandante, si bien es acertada en 
cuanto reconoce que la suscripción del contrato extingue anticipada-
mente el término de caducidad (como consecuencia de la extinción de 
las acciones no contractuales), resulta equivocada en cuanto afirma que 
dicha extinción tiene el alcance de impedir la defensa judicial de los 
intereses de terceros participantes en la actividad precontractual. La 
disposición no desprotege estos intereses, pues conforme ella mis-
ma lo señala en su tercer inciso, dichos terceros, por tener un interés 
directo, pueden pedir la nulidad absoluta del contrato con fundamento 
en la ilegalidad de los actos previos. No quedan por ende desampa-
rados, pues esta acción satisface sus pretensiones, amén de que dicha 
nulidad absoluta, por las mismas razones, también puede ser invocada 
por el Ministerio Público, o aun ser declarada de oficio por el juez 
administrativo” 
176 Colombia. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección A. 
Sentencia, radicación 25000232600199902197-01, 13 de noviembre de 2013. Actor: Ciarquelet Ltda. Demandados: 
Distrito Capital-Departamento Administrativo de Acción Comunal Distrital y Consorcio Comunidad y Construcción. 
Expediente: 25646.
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cipada de termino 
de caducidad en la 
nulidad y nulidad y 
restablecimiento del 
derecho en asuntos 
precontractuales. 
(Corte Constitucional, 
Sentencia C-712 de 
2005)
“(…) ha de resaltarse para efectos del presente proceso que en la sen-
tencia que se cita, la Corte dejó en claro que la posibilidad de demandar 
los actos administrativos precontractuales por vía de las acciones de 
nulidad o nulidad y restablecimiento cesa a partir de la celebración del 
contrato estatal respectivo, y que cuando tal celebración ocurre antes de 
que se hayan vencido los treinta días que otorga la norma como término 
de caducidad, opera como una causal de extinción anticipada del térmi-
no para hacer uso de las referidas acciones” 
Acción contractual 
para nulidad abso-
luta del contrato por 
ilegalidad del acto 
de adjudicación. 
Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso 
Administrativo, 
Sección Tercera, junio 
13 de 2011, C. P.: Dra. 
Ruth Stella Correa 
Palacio, radicación: 
540012331000199813 
33 01 (19936); de-
mandante: Cámara de 
Comercio de Cúcuta y 
Personería Municipal 
de Cúcuta; deman-
dado: Municipio de 
Cúcuta 
“Con fundamento en las consideraciones precedentes se impone aceptar 
que la interpretación que en oportunidad precedente había hecho la 
Sala, en el sentido de que el acto de adjudicación del contrato es sus-
ceptible de ser demandado por cualquier persona interesada solamente 
en el restablecimiento de la legalidad, ampliaba sin soporte normativo 
la procedencia del contencioso objetivo de anulación a este evento, para 
en cambio precisar que el enjuiciamiento del citado acto solo procede, 
en los términos del artículo 77 de la Ley 80 de 1993, a través del con-
tencioso subjetivo de anulación.
En otros términos, solo quienes tuvieron un interés legítimo por haber 
formulado una oferta y la entidad que ha adelantado el proceso, tienen 
vocación para ocurrir ante la jurisdicción una vez concluya el proce-
dimiento licitatorio en busca de la revisión de legalidad del acto de 
adjudicación, a través de la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho. 
Lo anterior sin perjuicio de que una vez celebrado el contrato y por 
virtud de la acumulación de pretensiones, sea posible, a través de la 
acción contractual dirigida a buscar la nulidad absoluta del contrato 
derivada de la ilegalidad de los actos que dieron origen a su celebración, 
pretender también la nulidad del acto de adjudicación” 
Acción contractual 
para demandar actos 
previos del contrato. 
Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso 
Administrativo, 
Sección Tercera, 
febrero 15 de 2012, 
Subsección C, C. P.: 









“(…) como podrá observarse, la Sección Tercera no hizo referencia ni 
dilucidó lo atinente a si una vez celebrado el contrato y de este se pida 
su nulidad absoluta con fundamento en que el acto de adjudicación es 
ilegal, sea ineludible incluir dentro de las pretensiones, además de la ati-
nente a la nulidad absoluta, la declaratoria de nulidad del acto adminis-
trativo que lo adjudicó, lo cual se justifica por no ser ésto allí el thema 
decidendum, cuestión aquella que es la que constituye ahora el centro 
del debate en el asunto que aquí se revisa por la vía de la apelación. (…)
Pues bien, todos estos precedentes coinciden al señalar de manera 
irrefragable que una vez celebrado el contrato la ilegalidad de los actos 
previos solo puede cuestionarse mediante la acción contractual preten-
diendo no solo la nulidad del contrato sino también la nulidad de los 
actos administrativos cuestionados y en cuya ilicitud se fundamenta la 
invalidez del contrato.








to por ilegalidad de 
los actos previos. 
Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso 
Administrativo, 
Sección Tercera, 
febrero 15 de 2012, 
Subsección C, C. P.: 









Y este entendimiento es el que permite darle una cabal y armónica 
comprensión al numeral 4º del artículo 44 de la Ley 80 de 1993 cuando 
dispone que los contratos del Estado son absolutamente nulos, entre 
otros casos, cuando ‘se declaren nulos los actos administrativos en que 
se fundamenten’ (…) En efecto, resulta siendo irracional sostener que 
cuando se demanda la nulidad absoluta del contrato con fundamento en 
que los actos previos son ilegales no es necesario solicitar la nulidad de 
estos, pues tal aseveración equivale a afirmar que en ese caso la nulidad 
del contrato se genera sin causa alguna, lo cual desde luego repugna 
a la lógica toda vez que mientras no se declare la nulidad de los actos 
administrativos estos se presumen válidos y siguen justificando la cele-
bración, la existencia y la validez del contrato.
(…) si la invalidez del contrato estatal es la consecuencia de la ilicitud 
de esos actos administrativos, hay que declarar la ilegalidad de estos 
para poder decretar la nulidad absoluta de aquel y por supuesto que 
para que aquello ocurra, tal declaratoria de ilicitud debe haber sido 
pretendida en la demanda ya que ese extremo no puede ser objeto de un 
pronunciamiento oficioso como sí lo podría ser la nulidad absoluta del 
contrato” 
Demanda de actos 
precontractuales por 
nulidad y nulidad y 
restablecimiento del 
derecho. Consejo 








00827 01, expediente: 
24.059; demandan-
te: Sociedad Ávila 
Ltda.; demandado: 




cho – Apelación de 
sentencia
“(…) al control jurisdiccional de los actos proferidos antes de la ce-
lebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, puede 
accederse mediante el ejercicio de las acciones de nulidad y de nulidad 
y restablecimiento del derecho, atendiendo para el efecto un término de 
caducidad de 30 días que se contabiliza a partir del día siguiente a aquel 
en que el acto se comunique, notifique o publique, según el caso”
Fuente: Adaptada de la sentencia del Consejo de Estado, noviembre 13 de 2013, radicación 
2500023260019990219701, expediente 25646, actor Ciarquelet Ltda., demandado Distrito Capital Departamento 
Administrativo de Acción Comunal Distrital y otro.
